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Resiunen: En un mundo globalizado en el que instrumentos como 
internet y las telecomunicaciones no conocen de fronteras político-te­
rritoriales y en el que las empresas multinacionales detentan el mayor 
poder económico, se plantea la necesidad de definir la posición del 
Estado. En la actualidad los Estados atraviesan por un fenómeno 
de descentralización política y jurídica. La configuración de entidades 
políticas supraestatales e infi"aestatales alcanzan un protagonismo 
político a la vez que implican una descentralización de poder estatal. 
En este contexto, debemos hacer una reflexión sobre la naturaleza ju­
rídica y política del Estado actual y sobre la existencia o no de un 
nuevo paradigma estatal: el Estado federal. 
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Abstract: In a globalizated world where Instruments such as the in­
ternet and telecommunications do not know political-territorial boun-
daries and in which multinational companies have great economic 
power, it is necessary to consider the State position definition. At pre-
sent, the States are going through a political and legal descentralita-

* Este artículo tiene su punto de partida en el proyecto investigación de la Xunta 
de Galicia PGIDT05SPXIB20202PR, «Regiones y Estados en multiconstitucionalismo 
constitucional europeo», y, a efectos de publicación, se cerró el 8 de abril 2006. 
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tion phenomenon. The suprastate and infrastate political organiza-
tions configuration, reaches a political protagonism at the same time 
as impliying a descentralization of the State power. In this context, 
we reflect on the legcil and political nature of the present State and on 
the existence or not, of a new state paradigm: the federal State. 

Key Words: State — distribution of power — descentralization and 
integration — federalism — multiconstitutionalism 

Sumario: I. INTRODUCCIÓN.-II. EL ESTADO ACTUAL COMO 
FORMA DE ORGANIZACIÓN POLÍTICA.-III. EL ESTADO FEDE-
RAL.-IV. LA CONFIGURACIÓN DE UN NUEVO PARADIGMA ES-
TATAL.-V. CONCLUSIONES. 

I. INTRODUCCIÓN 

En la actualidad Alemania y Francia plantean la necesidad de re-
vitalizar el proceso de aprobación de un documento europeo de im­
portancia extraordinaria, la primera Constitución formal de la Unión 
Europea^ Hace poco más de un año, España manifestaba su volun-

' El Consejo de Niza adopta una declaración sobre la necesidad de una mejor de­
limitación competencial entre la Unión y los Estados miembros, la elaboración de una 
carta de derecho de la Unión, la simplificación de los tratados y mejorar la partici­
pación de los parlamentos nacionales en el proceso comunitario. Tras él, el Consejo de 
Laeken, adopta una declaración sobre el futuro de Europa en el que se plantea la po­
sibilidad de convocar una convención sobre las posibles respuestas sobre el desarro­
llo de la Unión Europea. La Convención Europea, que inició sus trabajos el 28 de fe­
brero de 2002 y los finalizó el 18 de julio de 2003, en esta fecha el Presidente de la 
Convención hizo entregó al Presidente en ejercicio del Consejo Europeo el Proyecto de 
Tratado por el que se instituye una Constitución para Europa. El 4 de octubre de 2003 
se iniciaron los trabajos de la Conferencia Intergubemamental y los días 17 y 18 de ju­
nio del 2004 en el Consejo de Bruselas se adopta el texto del Tratado constitucional 
europeo, aunque las Declaraciones anexas al Acta Final de la Conferencia Intergu­
bemamental y Acta Final se adoptarían el 12 de octubre de ese año. Una vez firmado 
por los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Europea, en el Consejo de Roma el 
29 de octubre del 2004, comenzaron los procesos de ratificación en cada uno de los 
Estados miembros. En España el referéndum ha tenido un carácter consultivo con el 
fin de que los españoles pudieran pronunciarse sobre el proyecto de Tratado con ca­
rácter previo a su ratificación formal por parte del Reino de España. Así, tras la firma 
por parte del Presidente del Gobierno del Tratado, se abrió el procedimiento para la 
ratificación por las Cortes quien a través de una ley orgánica autorizaría la celebra­
ción y consiguiente ratificación del Tratado por el que se instituye una Constitución 
para Europa. El artículo IV-447 del Tratado constitucional dispone que éste entrará en 
vigor el 1 de noviembre de 2006, siempre que en tal fecha se hayan depositado todos 
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tad sobre la entrada en vigor del mismo a través de la vía del refe­
réndum^, en el que aprobó el texto constitucionaP, lo que implica su 
reconocimiento explícito, legitimado por una vía de participación 
directa de la ciudadanía, la vía del referéndum. Iniciada una nueva 
etapa en el proceso de desarrollo de la Unión Europea, el de la ratifi­
cación de una Constitución escrita formal, España la confirma. Esto 
supone que de un modo expreso la ciudadanía española acepta que la 
comunidad política que integra, la Unión Europea, se dote de una 
Constitución. El referéndum español ha ratificado el sistema multi-
constitucionalista europeo, en él coexisten la Constitución española y 
la futura Constitución europea"*. 

Al mismo tiempo se nos presentan en los últimos años la cuestión 
de dar un impulso más al desarrollo del Estado de las autonomías a 
través del incremento de las competencias de las mismas por la vía de 
la reforma estatutaria^. En los últimos meses la cuestión ha ido to­

los instrumentos de ratiñcación. En caso contrario, el Tratado constitucional entraría 
en vigor el primer día del segundo mes tras el depósito del instrumento ratificado por 
el último de los Estados que cumplan este requisito. Pero, tras las reuniones de los je­
fes de estado alemán y francés para revitalizar el proceso de ratificación, el 19 de ene­
ro de este año, el pleno del parlamento europeo aprobó un documento que defiende la 
validez del texto de la Constitución europea a pesar del rechazo manifestado en los re­
ferendums de Francia y Holanda que había abierto una crisis en el proceso de ratifi­
cación. El documento parlamentario señala que la entrada en vigor del texto consti­
tucional debe producirse en el año 2009 tras las elecciones generales de éstos estados 
y antes de las nuevas adhesiones, como la de Croacia. (Cfr. http.V/www.constitucio-
neuropea.es). 

^ Los resultados del referéndum en España sobre la aprobación del Tratado cons­
titucional europeo han sido contundentes: a favor del sí el 84,38% y del no el 10,94% 
aunque la participación fue del 42,32% del censo, (17 puntos por debajo de la alcan­
zada en 1986 con ocasión del referéndum sobre la OTAN); frente lo acontecido en 
Francia en que el no ganó con un 54,87% siendo cifrada la participación del ciuda­
dano en un 70% u Holanda donde el no vencía con un 61,6% y la participación fue de 
63,4%. 

^ Cabe indicar aquí, que la idea de una constitución formal europea no es nove­
doso, hubo otros proyectos anteriores que habían sido aprobados por el Parlamento 
Europeo —como el Proyecto Spinelli, en 1984, o el Proyecto Hermán, en 1990— sin em­
bargo, no llegaron a materializarse hasta el punto de semejar tan posible como el Tra­
tado de Constitución actual ya que ha entrado en la fase de ratificación estatcJ. 

'' Actualmente, la UE se basa en cuatro tratados fundamentales que fijan sus 
normas de actuación. Los líderes de la UE quieren reemplazarlos por un documento 
único, más corto y simple, que detalle los fines y objetivos de la UE y especifique cla­
ramente el papel de cada cual, este documento está pendiente de su ratificación y en­
trada en vigor. 

^ En la década de los 90 fueron sucesivas reformas estatutarias lograron equiparar 
el grado de autonomía de las comunidades que habían accedido a la misma por la vía 
del art. 143.1 de la CE con las que lo había hecho por la vía del 151, esto supuso el ini­
cio de una nueva etapa en el proceso autonómico Cciracterizada por el incremento pro-
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mando un mayor protagonismo político y social, con la negociación 
entre el Gobierno central y autonómico de un proyecto de nuevo es­
tatuto catalán*. Así pues, paralelo al proceso de integración estatal de 

yectos regionales en pos de mayor autogobierno. Así, son numerosas las propuestas de 
dar un nuevo enfoque al desarrollo de las competencias autonómicas. Dentro de 
ellas podemos hacer una pequeña clasificación: en primer lugar, algunas de ellas 
plantean un nuevo enfoque del Estado de las autonomías de manera que tomen 
otros modelos del derecho comparado así, dirigen el modelo español hacia la confi­
guración de un federalismo de ejecución que siga el modelo alemán —es el caso de la 
propuesta de la llamada Administración Única expuesta ante el Parlamento gallego el 
10 de marzo de 1992, al día siguiente una resolución parlamentaria de 11 de marzo de 
1992 instaba al gobierno central a adoptar las medidas necesarias que la materiali­
zasen, la propuesta incluía varias medidas, como: lograr la efectividad de las compe­
tencias recogidas en los estatutos, la gestión autonómica de los servicios piiblicos fun­
damentales, la transferencia y delegación de facultades estatales a través del artículo 
150.2 de la CE y la reforma del Senado—. En segundo lugar, se centran en el empleo 
de los mecanismos disponibles en nuestro constitucionalismo y proponen el reformar 
o revitalizar órganos e instituciones existentes con el fín de lograr una mayor parti­
cipación autonómica en defensa de sus competencias en España y en la Unión Euro­
pea —aquí se sittian la demanda de una reforma del Senado para que actúe como una 
verdadera cámara de representación territorial, el impulso de la CARCE, la revitali-
zación de la Conferencia de presidentes de las comunidades autónomas, de la parti­
cipación directa de representantes autonómicos en la Delegación española ante el 
Consejo Europeo cuando se trate de asuntos de su competencia, entre otros—. En ter­
cer lugar, existen otras serie de propuestas que están centradas en el aspecto de las 
competencias autonómicas estatutarias y que plantean la necesidad de reformar los 
estatutos de autonomía con el fin de asumir un mayor número de competencias y al­
canzar así un mayor grado de autonomía —aquí se podría situar las propuestas de re­
forma del Estatuto gallego, valenciano, vasco, catalán, andaluz, canario, aragonés, ba­
lear, murciano, navarro, etc, algunas materializadas en textos articulados bajo la 
rúbrica de un nuevo estatuto y de gran repercusión social y política como ha sido el 
llamado Plan Ibarretxe o las presentadas sobre el estatuto catalán por Pascual MARA-
GALL, Artur MAS O Carod ROVIRA. 

' El 5 de octubre del 2005 se presenta ante el congreso de los diputados el pro­
yecto de Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña que había 
sido debatido y aprobado en el Parlament cátala el 30 de septiembre del pasado año. 
El documento, que consta de unos 227 artículos, está siendo objeto de una fuerte po­
lémica jurídica, política y social. Tras superar el primer debate en el pleno del con­
greso sobre su tramitación parlamentaria, el 2 de noviembre, se inició el plazo de pro­
posición de enmiendas que concluyó con su presentación en 27 de diciembre del 
2005. A principios de este año se establece una ponencia integrada por diputados del 
Congreso y del Parlament que, el 6 de marzo, concluyó este trabajo con la aprobación 
del preámbulo acordado entre PSOE y CiU, que recoge la definición de Cataluña 
como 'nación', y que contó con la oposición de ERC y del PP. El 21 de marzo, la Co­
misión Constitucional del Congreso, tras discutir la reforma, aprobó el día 21 de 
marzo el proyecto de estatuto. A partir de ahí, el día 30 de marzo, sería en el Pleno del 
Congreso el que se sometería a votación el texto que sería refrendado el 18 de junio 
del 2006, con un resultado a favor apoyado por el 73,90% de los votos del 49,4% de los 
votantes del censo. Mientras se desarrolla este proceso, ERC se desmarca del acuerdo 
alcanzado y el PP manifiesta su oposición buscando la intervención pública y pre-
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España en la Unión Europea se está desarrollando un proceso de 
descentralización política. El Estado autonómico español ha ido evo­
lucionando a lo largo casi tres décadas dotando a las autonomías de 
un mayor gobierno y competencias. La propia Constitución española 
ha establecido las bases de consolidación de un proceso de descen­
tralización territorial del poder en entidades regionales, comunidades 
autónomas, a las que se les ha ido incrementando sus competencias 
por la vía: de los Estatutos de autonomías —que funcionan a modo 
de cuasi-constituciones regionales—, de las leyes de desarrollo de la 
Constitución —como ocurre con la LOAPA—, a través de sentencias 
del Tribunal Constitucional, leyes de armonización, desarrollo, de 
delegación o transferencia de competencias, de acuerdos autonómi­
cos^ o a través de las reformas Estatutarias, entre otros. La reforma 

sentando un recurso de amparo ante el Tribunal constitucional. Así, por un lado, el 
Grupo Popular presentó el recurso de amparo el pasado 2 de noviembre argumen­
tando que la decisión del Congreso de tramitar como reforma estatutaria el proyecto 
procedente del Parlamento catalán vulneraba el artículo 23.2 de la Constitución y al 
no ser respetado y si violado por los acuerdos de la Mesa; además solicitaba que se 
procediera a «anular dichos acuerdos y ordenar la tramitación como propuesta de re­
forma de la Constitución la denominada propuesta de reforma del Estatuto de auto­
nomía de Cataluña», el 15 de marzo, el pleno del Tribunal Constitucional rechazó por 
siete votos frente a cinco, el recurso de amparo presentado contra la tramitación en el 
Congreso de los diputados del Estatuí cátala. Por otro lado, el 31 de enero inicia su 
proceso de recogida de firmas para presentar ante el Congreso una proposición no de 
ley sobre la convocatoria de un referéndum que consulte a la población su opinión so­
bre la cuestión —figura que no contempla en art. 87.3 de la CE y que contradice a lo 
dispuesto en el art. 3.2.a) de la LORIL en el que se fija como requisitos de la iniciati­
va popular que el escrito de presentación contenga, entre otros, el texto articulado de 
la proposición de ley—. 

' Cfr. Acuerdos autonómicos alcanzados en 1981 y 1992. Los acuerdos autonó­
micos de 31 de julio de 1981 cerraban el mapa autonómico fijando las comunidades 
autónomas y el procedimiento para aprobar sus estatutos, éstos, firmados entre los 
dos principales partidos políticos de representación parlamentaria, se cumplirían 
sustancialmente a la hora de desarrollar los estatutos de las comunidades autónomas 
del artículo 143. De esta manera, se establecía un sistema generalizado de descentra­
lización política que pretendía alcanzar una homogeneización competencial posterior, 
con los nuevos pactos autonómicos concluidos en la década de los noventa y las re­
formas de sus estatutos de autonomía. Así los acuerdos autonómicos firmados el 28 
de febrero de 1992 y concretados en la ley orgánica 9/1992 de 23 de diciembre de pu­
sieron en marcha el proceso de equiparación competencial de las comunidades que 
accedieron a la autonomía por la vía del artículo 143, una vez aprobada esta ley, la 
ampliación de las competencias de las comunidades autónomas restantes se trasladó 
a sus Estatutos de Autonomía los cuales fueron reformados en marzo del 1994 con el 
fin de que de esta manera no se produjesen de nuevo nuevos desniveles. Mas lo cier­
to es que esta ley ni las posteriores reformas de los Estatutos pudieron conseguir uni­
formar competencias como se pretendía, pues la diversidad se mantiene aun cuando 
todos los estatutos de autonomía se reforman asumiendo las competencias que per­
mite el art. 148 de la CE. 
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territorial en España se mueve entre las aguas del federalismo con­
solidado y una fórmula de federalismo asimétrico^. En ella, los tér­
minos de cohesión y cooperación entre el Estado y las Comunidades 
autónomas y la paridad de las mismas son los elementos centrales de 
la evolución proceso de descentralización^. 

El caso español nos sirve de ejemplo^". Nos encontramos entonces 
con una dificultad a la hora de definir al Estado actual dentro de los 
parámetros clásicos de soberanía, territorio, población o moneda 
que lo definían'' política y jurídicamente hasta ahora. Hoy, el Estado 
se halla ante el desarrollo de dos procesos simultáneos que producen 
un vacío de sus competencias. 

Por un lado, los llamados procesos de integración estatal, como la 
Unión Europea en los que se habla de multigobierno y multiconsti-
tucionalismo. Lo que supone la existencia de un gobierno y una 
Constitución europea que se encuentra por encima de la española'^. 

* El concepto de federalismo asimétrico tiene su origen en los años sesenta para 
referirse a la concentración de colectividades étnicas, lingüísticas y culturales en un te­
rritorio. Posteriormente, se ha aplicado para referirse a un modelo preestablecido de 
diferencias entre entes federales o para aquellos que se deriva de adoptar un sistema 
abierto o flexible. En este sentido, autores como ÁLVAREZ CONDE subrayan que el fe­
deralismo asimétrico en principio o excluye a un federalismo homogéneo, la cuestión 
residiría en no cerrar e modelo de estado y buscar el equilibrio a través de principios 
como el de unidad, igualdad y solidaridad. (Cfr. ÁLVAREZ CONDE, E . , «Homogeneidad 
y asimetría en el modelo autonómico español», en Revista de la Facultad de Derecho de 
la Universidad Complutense: Las Perspectivas del Estado Autonómico I, Servicio de Pu­
blicaciones de la Facultad de Derecho de la UCM, Madrid, 1997, pp. 107-118) 

' Sobre este aspecto, el profesor BLANCO VALDÉS destaca que el consenso consti­
tucional en la actualidad se ve afectado por las diferentes posiciones adoptada entono 
a la cuestión de la reforma constitucional. {Cfr. BLANCO VALDÉS, R. , Nacionalidades his­
tóricas y regiones sin historia: a propósito de la obsesión ruritana, Alianza, Madrid, 
2005, p p . l 8 5 y 187). 

10 Pero no hallamos ante un fenómeno generalizado, aunque con peculiaridades 
en cada Estado, que se inició hace décadas y que se consolida en la actualidad. Bél­
gica, Italia, el Reino Unido, España son meros ejemplos europeos de la autonomía que 
alcanza el fenómeno regional hoy. Nos referiremos al caso español al ser el modelo 
más cercano. 

" Esta sería la acepción de Estado emanada de los Seis Libros de la República de 
BoDiNO adoptada, posteriormente, por otros autores como ROSSEAU, KANT, HELLER, 
etc. que vinculan soberanía y positividad jurídica —cuando la definen como la capa­
cidad para dictar y derogar leyes—. Desde este punto de vista, si faltase uno de estos 
elementos ya no haría Estado, aunque no todos ellos tienen la misma importancia, 
así, para JELLINEK el más importante de todos los elementos en el Estado «perfecto» es 
el poder del gobierno. {Cfr. JELLINEK, G., Fragmentos de Estado, Cuadernos civitas, Ci-
vitas, Madrid, 1978, p. 59) 

'̂  Cfr. los principios de primacía y efecto directo del Derecho comunitario, ini­
ciado con la sentencia Costa v. ENEL, posteriormente, desartollado por la jurispru-
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La existencia de esos elementos típicamente estatales en una entidad 
política integradora de la que forma parte el Estado español que ge­
nera otro problema: la dificultad de definir cuál es la posición del Es­
tado en esa nueva forma de organización política. Ante la realidad de 
la pérdida de las competencias estatales'-' ad extra y que confieren a la 
Unión Europea un mayor protagonismo político a la hora de dirigir 
los aspectos cotidianos nuestras vidas, cabe hacer una breve reflexión 
sobre los rasgos estatales que presenta el Estado español. 

Por otro lado, en la actualidad los procesos de descentralización 
política hacia unidades infraestatales que adquieren un mayor auto­
gobierno, cobran un mayor protagonismo en España ante la deman­
da de reformas estatutarias en pos de un incremento de las compe­
tencias autonómicas. La pérdida de las competencias estatales ad 
intra son también un nuevo parámetro sobre el que tendremos que 
definir el nuevo concepto de Estado y, en concreto, a la hora de iden­
tificar los elementos que caracterizan al Estado de las autonomías tal 
y como se configura hoy. 

Para abordar la cuestión central de este trabajo, será necesario co­
nocer ambos fenómenos y, a partir de aquí, dar una respuesta jurídi­
ca y política. A la hora de enfocar la cuestión partiremos del punto de 
vista del Estado ya que éste es el protagonista de ambos fenómenos y 
haremos mención a los nuevos problemas que plantean los procesos 
de descentralización e integración estatal. 

dencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y, ahora, reconocidos en 
el artículo 1-6 del tratado constitucional sobre los que se ha expresado la voluntad con­
forme al ser refrendado. Sobre esta cuestión también se ha pronunciado el Tribunal 
constitucional español en el dictamen 1/2004 de 13 de diciembre. En él se determina 
la inexistencia de contradicción entre la Constitución española y los artículos 1-6, II-
111 y II-l 12 del Tratado por el que se establece una Constitución para Europa. De ma­
nera que, para el Tribunal constitucional, la primacía del derecho comunitario no 
choca con la supremacía de la Constitución española en nuestro ordenamiento jurí­
dico ya que con la Ley orgánica que autorizaba la adhesión de España a las comuni­
dades europeas —ley 10/1985 de 2 de agosto— ya se aceptaba el acervo comunitario 
del que formaba parte el principio de primacía; la entrada en vigor de la carta de de­
rechos fundamentales no supone un cambio cualitativo en la consideración última de 
los derechos del Tribunal constitucional; y, para el Tribunal constitucional el artícu­
lo 93 de la CE ha sido vía suñciente para la integración del tratado en el derecho es­
pañol. (Cfr. los ff. j j . 5-7 del dictamen 1/2004 de 13 de diciembre). 

'̂  Es necesario aclarar que esa pérdida de competencias estatales se refiere a las 
competencias de los Estados miembros e incluiría también la pérdida de las compe­
tencias de los entes infraestatales. Es decir, la pérdida de competencias de lo Estados 
miembros a favor de la Unión Europea afecta a los Estados o a cualquiera que sea el 
titular de la misma según el sistema de distribución de competencias interno. 
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Los interrogantes de los que podríamos partir en nuestro trabajo 
serían: ¿Ante qué modelo de Estado nos encontramos cuando obser­
vamos que se produce una pérdida de sus competencias, y, en gene­
ral, de su soberanía?, ¿la llamada crisis del Estado, ante la pérdida de 
su característica soberana esencial, conlleva a la desaparición del 
Estado como tal?, ¿si es así, si desapareciese el Estado, ante qué for­
ma de organización política nos encontramos hoy? ¿en cambio, si por 
el contrario, simplemente nos hallamos ante una fase más de la evo­
lución del Estado que de un modelo concentrado de poder soberano, 
típica característica de su origen, éste evoluciona hacia una forma de 
poder intermedia entre la Unión Europea y los Entes regionales, con 
un protagonismo y peso específico?. ¿Es el modelo federal una forma 
organización del poder que puede aportamos alguna respuesta a es­
tos nuevos problemas o simplemente se limita a las formas clásicas 
conocidas? 

IL EL ESTADO ACTUAL COMO FORMA DE ORGANIZACIÓN 
POLÍTICA 

El Estado es un tipo de comunidad política que presenta unos ras­
gos que lo identifican: su base territorial, la coacción y el poder ab­
soluto e ilimitado (la soberanía)'''. El Estado sería la máxima con­
centración de poder en un territorio determinado'^. Como sabemos. 

''' BODINO lo define como «el poder absoluto y perpetuo de una república si bien la 
república es el recto gobierno de varias familias y de lo que les es común, con poder 
soberano. {Cfr. BODINO, J. , LOS seis libros de la república, selección, traducción y estu­
dio preliminar de Pedro Bravo Gala, Tecnos, Madrid, 1992, libro I Capítulo I, p. 10 y 
libro I, capítulo VIII, p.47). De esta manera, la soberanía puede ser contemplada 
desde diversos ángulos. Desde un punto de vista interno, la soberanía supone que el 
pueblo otorga su propio ordenamiento jurídico, algunos hombres libres deciden su 
forma de gobierno y nombran a los que dirigirán los órganos de su estructura políti­
ca conforme a las leyes y a la voluntad popular. Desde un punto de vista extemo, un 
pueblo independiente y soberano se presenta ante el resto de los estados en un plano 
de igualdad, de manera que las relaciones internacionales existentes entre los distin­
tos estados se mantienen entre semejantes. 

" Máximo poder tanto ad intra, imponiéndose a la nobleza feudal y sentando las 
bases de un Derecho y Administración unificada (poder supremo en el interior); 
como ad extra, respecto del poder espiritual encamado por el Papa como del temporal 
representado por el Emperador, al que no se reconocería como superior (poder in­
dependiente frente al exterior). Así, HELLER señala que la conexión entre la positividad 
y la soberanía se conseguiría sólo cuando se origina un poder soberano distinto al po­
der espiritual del Papa, al del emperador y al de los señores feudales. Así, para éste au­
tor «Desde Bodino la esencia de la soberanía es el supremo poder para expedir y de­
rogar leyes» {Cfr. HELLER, H . , La soberanía. Universidad Autónoma de México, México 
D.F., 1965, p p . l 2 7 y 134). 
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los elementos que definirían a esta comunidad política serían: el te­
rritorio, la población y el poder'^ejercido de un modo absoluto y per­
petuo por el soberano. A lo largo de los siglos, esta forma de organi­
zación política evoluciona. Desde una forma soberana de estatismo se 
transforma en el Estado globalizado e integrado por entidades con 
autogobierno que conocemos en nuestros días. En la actualidad, el 
Estado experimenta un proceso nuevo en su evolución, en el que se 
produce un vacío de sus facultades a la vez que es protagonista in­
discutible de los fenómenos de integración supraestatal y descentra­
lización política. De esta manera, al producirse una cesión de com­
petencias de los Estados 'soberanos' a entes infra y supraestatales, 
estos Estados pierden su carácter de soberanos absolutos, ya no os­
tentan un poder indivisible. 

Es decir, se produce un cambio en el concepto de soberanía. La 
soberanía en su sentido clásico sería indivisible'^, por lo que el tér­
mino soberanía compcirtida semeja contradictorio'^. En la actualidad, 
la idea de soberanía se emplea no sólo en ámbito el legislativo si no 
que, también, se refiere, fundamentalmente, a la titularidad origina­
ria del poder (por ejemplo en el caso de España la soberanía nacional 
reside en el pueblo español, art. 1.2 CE), a la plena competencia para 

'* Si falta uno de estos elementos ya no hay Estado, aunque no todos ellos tienen 
la misma importancia. Para JELLINEK el más importante de todos los elementos en el 
Estado «perfecto» es el poder del gobierno. {Cfr. JELLINEK, G., Fragmentos de Estado, 
Cuadernos civitas, Civitas, Madrid, 1978, p. 59). Hasta tal punto se integran los con­
ceptos de Estado y poder que autores como KuNZ definen al Estado como una es­
tructura de poder {Cfr. KUHN, H . , JEZ Estado. Una exposición filosófica, ediciones 
R I A L P , Madrid, 1979, p. 105). 

" Recordemos aquí la imagen de la soberanía como poder absoluto sobre la que 
BODINO predicaba los atributos de: 1. Poder soberano de dar leyes en todos en general 
ya cada particular sin el consentimiento de un superior o igual; 2. la resolución de la 
paz y de la guerra; 3. el instituir a los oficiales principales; 4. El derecho de última ins­
tancia; 5. derivado de este último, el poder de conceder gracia a los condenados; 6. el 
derecho de dar moneda y establecer medidas y pesos, que proceden de su potestad de 
dar leyes; 7. el derecho de gravar a los subditos con contribuciones e impuestos o exi­
mirlos, también procede de su potestad de dar leyes. {Cfr. BODINO, J. , LOS seis libros de 
la república, selección, traducción y estudio preliminar de Pedro Bravo Gala, Tecnos, 
Madrid, 1992, libro I, cap. X, pp.73 y ss.). 

'* Ya que si partimos de un concepto clásico de soberanía como poder absoluto y 
perpetuo, en la actualidad nos encontramos ante una cesión de los poderes, que con­
formarían la soberanía absoluta, a otros entes distintos de los estatales. La soberanía 
no es única y absoluta si no que se ceden distintas esferas de poder a otros actores po­
líticos no estatales y se forman nuevos tipos de comunidades políticas en los que esos 
poderes aparecen compartidos, por lo que se habla de la existencia de un nuevo tipo 
de soberanía, la soberanía compartida que, en principio, se presenta como un con­
cepto contrario a la indivisibilidad de poder de la soberanía clásica. 
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hacer algo, o a la competencia de determinar quién es el titular de las 
potestades. En este sentido, la teoría clásica de la soberanía es ina­
decuada por varias razones^' y, entre ellas, porque el poder de un Es­
tado democrático soberano no es absoluto, total o ilimitado. Así que, 
podemos abandonar el concepto clásico de soberanía^" y, en cambio, 
utilizar esta expresión como reparto de atribuciones, de facultades o 
de competencias entre distintos comunidades políticas o entes terri­
toriales. Lo que serviría, a su vez, para entender una dinámica terri­
torial a través de distintos niveles: el monismo de poder estatal deja 
paso al pluralismo de entes territoriales dentro del Estado (ya sea con 
procesos federalizantes o de regionalización) y más allá del Estado, 
de la globalización e interconexión a nivel continental o, incluso, 
global. 

En el actual mundo globalizado y cada vez más postestatal, el 
Estado, como ente político tal y como era conocido hasta el momen­
to, deja de existir al desaparecer la soberanía, en su sentido originario 
de poder absoluto^'. Es decir, se produce una mutación de la natura­
leza jurídico política del Estado^^. Esta forma de organización políti-

" Vid. KiNG, P., Federalism and Federation, ed. Crom Helm, London, 1982, p . l 41 . 
°̂ Al respecto, HELLER subrayaba que «llamamos soberana a aquella voluntad de 

la comunidad a la que corresponden adoptar decisiones últimas y en la que reside el 
supremo poder legislativo, (cfr. HELLER, H . , La soberanía, ....p. 134). De manera que, el 
estado soberano sería una «unidad de voluntad resultado de una pluralidad de vo­
luntades, no subordinada a ninguna otra unidad política decisoria superior» (cfr. 
HELLER, H . , La soberanía, ....p. 164). Bajo este concepto clásico de Estado soberano no 
podríamos entender la actual existencia de comunidades políticas supraestatales o en­
tes intraestatales dotadas de competencias compartidas, por ello, debemos abandonar 
ese concepto clásico de soberanía y acudir a un nuevo concepto de soberanía desvir­
tuada de su carácter absoluto y que admite ser compartida. 

'̂ Ha desaparecido la idea de una soberanía como la definida por HELLER «cuali­
dad de una unidad territorial de decisión y acción en virtud de la cual y en defensa del 
mismo orden jurídico, se afirma de manera absoluta, en los casos de necesidad, aun 
en contra de los derechos» o de SCHMrrr que se refiere al soberano como «el único que 
decide sobre el estado de emergencia» (cfr. HELLER, H . , La soberanía, Universidad Au­
tónoma de México, México D.F., 1965, pp. 290 y 154). Ahora quien decide sobre el es­
tado de emergencia no es sólo el Estado sino que otras comunidades infra o supra es­
tatales tendrán algo que ver en esa decisión. El estado-nación ya no decide o se 
afirma de una manera absoluta aun contra el derecho si no que la comunidad inter­
nacional y las comunidades regionales tendrán un gran peso en la toma de otras de­
cisiones estatales por el término decimonónico de Estado-nación ha de ser superado 
hacia un nuevo concepto de comunidad política. 

^̂  En el caso de las uniones de Estados se plantea de un modo más evidente esa 
mutación del concepto clásico de la soberanía estatal. En ellas, los miembros ceden 
esferas o ámbitos competenciales a la Unión lo que choca con el concepto que sus­
tentaba la idea de un Estado soberano clásico y, que, desde esa óptica, no permitiría 
entender el establecimiento de uniones de Estados en sentido moderno que tienen sus 
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ca experimenta una pérdida de competencias que podríamos decir 
que se dirigen hacia arriba, en relación con entidades supraestatales, 
y hacia abajo, respecto a entes infraestatales. El Estado vive momen­
tos de profundos cambios, hasta el punto que algunos autores hablan 
de su desaparición o de la actual configuración de un nuevo para­
digma estataP^ a partir del anterior estatismo. En este sentido, cabe 
indicar que no es que los Estados están desapareciendo, sino que el 
sistema estatal adquiere una nueva dimensión la llamada «revolución 
federalista mundial»^''. 

ILl. EL FENÓMENO DE MULTILEVEL GOVERNANCE Y 
MULTILEVEL CONSTITUTIONALISM. LA UNIÓN 
EUROPEA 

La realidad política avanza más rápido que cualquier clasificación 
teórica^^, y las formas de estado claramente identificadas se quedan 

propias competencias a partir de las estatales. En este sentido, señala JELLINEK «en es­
tos casos, entre los Estados, contradicen el concepto de soberanía tal y como hubo de 
ser formulada desde el siglo XVI al XVIII. (...) Una limitación mutua, permanente, de 
la legislación y administración de los Estados, tal y como a menudo es objeto del con­
tenido de los modernos tratados, hubiera sido considerada como una disminución 
inadmisible de la soberanía». (Cfr. JELLINEK, G. , Teoría general del Estado, Fondo de 
Cultura Económica, México D.F., 2000, p. 640). 

^̂  «Uno que empezó como un suplemento está llamado ahora a una superposición 
sobre el sistema que prevaleció sobre la época moderna». Esta superposición preva­
lece a través de los acuerdos militares políticos llegando a ser, como indica ELAZAR, de 
iure. Esa superposición parte de la restricción de la soberanía estatal. {Vid. ELAZAR, D., 
Constitutionalizing Globalization The postmodem revival of confederal arragement, 
Rowman & littlefield Publisher, inc, Oxford, 1984, p. l9) 

'^* ELAZAR señala que el federalismo nació como antídoto a tres fenómenos —la 
distribución interna del poder, la caída de las comunidades premodemas y la caída de 
los fundamentos aristocráticos— fortaleciendo el gobierno y favoreciendo a la igual­
dad y al autogobierno. A partir de ahí se ha extendido por todo el mundo("C/r. ELAZAR, 
D., Exploración del federalismo, Hacer, Barcelona, 1987, pp. l45 y ss). 

^̂  La clasificación más sencilla de las formas de Estado es la que distingue entre el 
Estado unitario, confederado y federal, atendiendo a diversos criterios. Estado uni­
tario con centralización política y administrativa (el clásico ejemplo es Francia); Es­
tado unitario con centralización política y descentralización administrativa (modelo 
francés tras las últimas reformas); Estado unitario con descentralización política y ad­
ministrativa (el modelo regional italiano o español); Estado federal descentralizado, 
con su variante dual (Estados Unidos) y cooperativa (Alemania); y Estado federal cen­
tralizado, que vendría a ser una especie de «federalismo semántico» (antigua Unión 
Soviética y Yugoslavia). Dentro de las posibles clasificaciones, autores como KELSEN 
y WHEARE atienden al grado de centralización política a la hora de clasificar las for­
mas de Estado y otros se cuestionan los parámetros de cada clase de Estado. Así, I^res-
ton KiNG indica que la federación incorpora alguna división de trabajo y reparto entre 
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atrás cuando alzamos la vista y observamos formas políticas de unio­
nes de Estados^'' como la de la Unión Europea, o procesos de des­
centralización como los acontecidos en el Reino Unido o España en 
las últimas décadas. 

El actual contexto de globalización se caracteriza porque las co­
munidades políticas supraestatales y postestatales —como UE, OMC, 
NAFTA, ALCA, etc.-incrementan su relevancia. Así, actualmente el 
Estado sufre una pérdida de poder. Desde un punto de vista ad extra, 
esa pérdida de poder se produce al configurarse una sociedad inter-
dependiente y globalizada en la que las distintas entidades interna­
cionales creadas, asumen competencias y facultades que antes perte­
necían al Estado. Desde un punto de vista ad intra, también se 
produce una pérdida de poder porque las entidades territoriales que 
formaban parte de estos Estados no sólo ejercen más facultades si no 
que cada vez adquieren una mayor autonomía respecto al ente estatal. 

La unión real de los Estados es una formación que pertenece a los 
tiempos modernos, porque, como apunta JELLINEK^^, las relaciones 

centro y perímetro, si bien esto sería sólo una de las variedades de reglas de reparto 
democrático. (Cfr. KING, P . , Federalism and Federation, Crownmhen, London, 1982, p. 
138 y ss). Respecto a las constituciones de estos estados, WHEARE, indica que en 
caso de constituciones unitarias las partes aparecen subordinadas al poder central, 
mientras que en las constituciones federales no existe una subordinación y en las con­
federadas es el gobierno federado el que está subordinado al gobierno de las partes 
{Cfr. WHEARE, K.C., Las constituciones modernas. Nueva colección Labor, ediciones La­
bor S.A, Barcelona, 1974, p . l9 y ss; cfr. . ELAZAR, D. , Constitutionalizing Globalization 
The postmodem revival of confederal arragement, Rowman & littlefield Fublisher, inc, 
Oxford, 1984, p.26; y cfr. ELAZAR, D. , Exploración del Federalismo, Barcelona, 1990). 

^' Las uniones de Estados entendidas en ampio sensu sería «toda relación per­
manente entre dos o varios de ellos con un fundamento jurídico», y, stricto senso, sólo 
comprenderían a «las uniones permanentes jurídicas de los mismos, con un carácter 
político» {Cfr. JELLINEK, G. , Teoría general del Estado, Fondo de Cultura Económica, 
México D.F., 2000, pp. 638 y 641ss.). Las primeras pueden ser clasificadas en: 1. 
uniones aparentes de Estados, en los casos en los que los que una región análoga a un 
Estado queda sometida a una relación permanente con respecto a otra, desde un pun­
to de vista histórico político tienen una estrecha semejanza con las uniones de Esta­
dos, es el caso de Australia o Canadá con el Reino Unido; 2. en uniones de Estados en 
sentido jurídico dentro de las que se distinguen las relaciones de dependencia funda­
das en el derecho internacional, los estados superiores con estados inferiores, las unio­
nes monárquicas, personales y reales, la confederación de estados y el Estado federal. 
Frente a las primeras, las uniones políticas de Estados «abrazan algunos Estados en 
su completa existencia, o a una parte de los Estados agrupados, o conceden a un 
miembro de la asociación el derecho y poder para dirigir la vida del otro y utilizarlo 
para sus fines». 

^' El autor señala que dicha separación entre soberanía de la potestad del Estado 
y la soberanía territorial se mantendrá hasta la Paz de Westfalia y que la primera 
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medievales y la diferencia establecida entre la soberanía territorial y 
la del poder del Estado no era posible que se produjera tal anexión. El 
Estado^^ ha de adaptarse a las nuevas circunstancias, configurándose 
como un ente de protagonismo político que interactúa con entes infra 
y supra estatales dentro de un nuevo concepto de comunidad política 
que presenta rasgos de globalización y multigobierno. Por lo tanto, 
este nuevo contexto de multigobierno supone la cesión de parte de los 
poderes estatales a nuevos protagonistas políticos sin que el Estado 
desaparezca en la esfera política y jurídica como actor principal. 

La mejor vía de protección de las esferas de poder de los distintos 
entes políticos sería el establecimiento por la vía del pacto de los 
ámbitos de actuación e interdependencia de los niveles que integran 
una región, de un Estado, o de una comunidad política mayor. Este 
es el modelo de organización política que se nos presenta hoy y que 
se conoce como multüevel govemance o multüevel constitutionalism 
en el que nos hallamos ante la existencia de una compatibilidad entre 
comunidades políticas de múltiples niveles, que cooperan y están in-
terconectadas entre sí y en las que coexisten distintos niveles de 
constitucionalismo y no sólo de gobierno. 

En el caso de España, debemos centrarnos en el fenómeno de in­
tegración política en que nos hallamos, la Unión Europea y la situa­
ción de multiconstitucionalismo que genera. El concepto multüevel 
constitutionalism tendría sus orígenes en el de multilevel govemance, 
que ya fue utilizado por algunos autores anglosajones en la década de 
los ochenta y que pudo ser introducido por Gary MARKS en 1992 
para referirse a los distintos niveles de gobierno existentes en la 
Unión Europea^'. Este concepto de multilevel constitutionalism parte 
de la concurrencia de cinco elementos básicos^": 

unión real de Estados se produce a través de la unión real legítima entre los países de 
los Habsburgo. {Cfr. JELLINEK, G. , Teoría general del Estado, Fondo de Cultura Eco­
nómica, México D.F., 2000, p. 653). 

^̂  Así, hemos abandonado la concepción de Estado soberano como el que ostenta 
el más alto poder decisorio como una corporación, {cfr. HELLER, H . , La soberanía, Uni­
versidad Autónoma de México, México D.F., 1965, p. 164). Aún más, JELLINEK destaca 
que el concepto de soberanía como poder absoluto e ilimitado en estos momentos no 
puede ser concillado con la realidad histórica del Estado, ya que los entes estatales se 
han unido por un sistema de tratados, que el autor califica como administrativos. (Cfr. 
JELLINEK, G. , Teoría general del Estado, , p. 641) 

^' Posteriormente, este concepto ñie desarrollado por autores como CAPORASSO, 
HooGLE, RiCHARDSON, RISSE-KAPPEN, etc. 

^° Vid. PERNICE, I., «Multilevel constitutionalism in the European Union», Euro-
pean Law Review, 2002, vol. 27, n.° 5, pp. 514-515. 
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el primero del que se establece es el de un concepto «postna-
tional» de Constitución, es decir, la idea de la existencia de una 
carta magna no debe ligarse íntimamente con la idea de na­
ción, este concepto ha de ser superado para comprender la 
existencia de un texto constitucional —codificado o no^'— que 
reciba el nombre de Constitución Europea y que, con carácter 
supremo vincule a los poderes y ciudadanos de la Unión. Para 
autores como HÁBERLE^^, en la actualidad Europa ya vive bajo 
un conjunto de constituciones parciales escritas y no escritas, 
si bien sería necesario avanzar en la «aptitud constitucional» 
de la Unión lo que se lograría al entrar en vigor el nuevo texto 
constitucional, proceso en el que nos encontramos hoy. 

El segundo de los elementos sería que el European Constitu-
tion-making sea un proceso conducido por los ciudadanos, de 
manera que la elaboración de la Constitución europea no sea 
ajena al pueblo y se convierta en una Constitución de tecnó-
cratas. Esta idea ha estado presente tanto en la elaboración del 
tratado constitucional, en la Convención, como ahora en su ra­
tificación directa por la ciudadanía a través del referéndum o 
ind i rec tannente p o r la a p r o b a c i ó n r ea l i zada p o r sus r e p r e s e n ­
t a n t e s polít icos. 

El tercer elemento es el de la necesaria intervención de las 
constituciones nacionales en el fiancionamiento de la Consti­
tución de la Unión Europea. De manera que, la Constitución 
Europea no puede operar sin las constituciones nacionales, 
dado el protagonismo estatal en el proceso de Unión y en la di­
mensión política jurídica de la misma, no cabe imaginarse 

•" Sobre las constituciones escritas y no codificadas, como la de la Unión Europea 
hasta que se adopte un texto único que reciba este calificativo, es pertinente revisar las 
ideas de WHEARE, referidas sobre el supuesto del Reino Unido ya que en este caso, 
como señala el autor, no es que no exista una constitución escrita, como se venía des­
tacando hasta entonces, sino que simplemente no se encontraba codificada en un úni­
co cuerpo normativo pero los documentos jurídicos que la integran sí están escritos. 
WHEARE señala que Gran Bretaña no tiene constitución escrita codificada porque: no 
ha tenido la experiencia de querer dar una nueva base o arranque; su carta de dere­
chos tiene contenidos constitucionales pero no es constitución sino que ocupa una pe­
queña parte de ella; en el Reino Unido las uniones no eran de tipo federal, determi­
nadas garantías ya formaban parte del convenio de unión y porque la primacía del 
Parlamento y su soberanía no estaba dispuestos a que una constitución los controla­
se (Cfr. WHEARE, K.C., Las Constituciones modernas, Nueva Colección labor S.A., Ca­
labria, Barcelona, 1974, p. l5) . 

'^ Cfr. HABERLE, P . , «Europa como comunidad constitucional en desarrollo», en 
Revista de Derecho Constitucional Europeo, n.° 1, Sevilla, 2004, pp.12-15. 
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que la Constitución de la Unión Europea suponga la extin­
ción del constitucionalismo^^ propio de los Estados. Al contra­
rio, éste último adquiere una nueva dimensión al tener como 
supremos elementos que forman parte del constitucionalismo 
europeo y con el que coexiste. Sí en cambio, cabe la posibili­
dad de que se reformen algunas partes de las constituciones de 
los estados miembros para adaptar el texto constitucional al 
proceso Europeo esto ya ha acontecido en nuestro país^'' a 
propósito de la entrada en la UE^̂  o en otros, como Alemania y 
la polémica sentencia Maastricht sobre derechos fundamenta­
les del Tribunal constitucional federaP*. 

^' Recordemos aquí, la Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 
1992 acerca de la existencia o inexistencia de contradicción entre el art. 13.2 de la 
Constitución Española y el art. 8B, ap. 1, del Tratado Constitutivo de la Comunidad Eco­
nómica Europea en la redacción que resultaría del art. G B, 10 del Tratado de la Unión 
Europea y el pronunciamiento del Tribunal constitucional español en su dictamen de 
13 diciembre 2004 sobre la existencia o inexistencia de contradicción entre la Consti­
tución española y los artículos 1-6,11-111 y 11-112 del Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa, firmado en Roma el 29 de octubre de 2004, al que ya nos he­
mos referido. 

'" En España, el límite constitucional del derecho comunitario se puede extraer de 
la sentencia Apesco, dada en Madrid el 22 de marzo de 1991, en la que el Tribunal 
Constitucional subrayó que la vinculación al derecho comunitario tiene su funda­
mento en el artículo 93 de la carta magna, que permite, a una instancia internacional 
o supranacional, el ejercicio, no la titularidad, de competencias derivadas de la Cons­
titución. Pero el Tribunal añadió que no cabía la posibilidad de recurso de amparo 
frente a normas o actos de las instituciones comunitarias, habida cuenta que sólo es 
procedente contra actividad de los poderes públicos españoles, según lo dispone el ar­
tículo 41.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. {Cfr. SILVA GARCÍA, F . «La 
Unión Europea. Problemas constitucionales derivados de su estructura y funciona­
miento institucional», en Boletín Mexicano de Derecho comparado, n.° 104, mayo-
agosto 2002, UNAM, México, pp 589-620). 

^' Así, la reforma la primera y única modificación del texto constitucional fue 
aprobada por las Cortes Generales y sancionada por el Rey el 27 de agosto de 1992 y 
consistió en agregar dos palabras «y pasivo» a la redacción del artículo 13.2 como 
consecuencia del Tratado de Maastricht, en relación con el derecho de sufragio «más 
allá de la ciudadanía de un Estado». 

' ' A partir de las previsiones establecidas en Ley Fundamental de Bonn en mate­
ria de derechos fundamentales que configuran, según lo dispone su artículo 79, el nú­
cleo intangible de dicho ordenamiento, el tribunal alemán en las sentencias Solange I, 
Solange 11 se había declarado implícitamente última instancia para controlar la acti­
vidad comunitaria. La sentencia de Maastriht —Brunner et álii contra el TUE— de 12 
de octubre de 1993 suspendió dicho control y argumentó que su actividad se desple­
garía a través de una relación de cooperación con el Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas. Así, mientras que al órgano jurisdiccional comunitario le co­
rrespondería garantizar una protección de derechos en cada caso concreto, el tribunal 
germano se limitaría a vigilar, de forma general, que el estándcir alemán irrenunciable 
de tales derechos no fuera contravenido. 
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— En cuarto lugar, las múltiples identidades de los ciudadanos de 
la Unión y el derecho de las minorías no pueden ser eludi-
dos^^. La Unión ha empleado como mecanismo para su inter­
vención no sólo el de establecer órganos e instituciones que los 
representen como el Parlamento Europeo y el Comité de las re­
giones a los que les ha ido dotando de mayores competen­
cias^* sino también fomentando el desenvolvimiento econó­
mico de zonas periféricas o en peor situación de desarrollo, o 
estableciendo consideraciones jurídicas específicas en la apli­
cación de lo dispuesto en su normativa jurídica, especialmente 
tratados^^. En este sentido, el Tratado constitucional europeo 
ha avanzado. Ante las dos alternativas posibles bien de man­
tener la cuestión regional como un asunto de fuero interno es­
tatal o bien su integración en el ámbito constitucional europeo, 
el Tratado constitucional ha optado por garantizar el principio 
de autonomía en el artículo 1-5 aunque las regiones no consti­
tuyen entes autónomos en la Unión Europea. De esta manera, 
el fenómeno autonómico alcanza el nivel constitucional euro-

^' Así, el preámbulo del Tratado por el que se establece una Constitución para Eu­
ropa se refiere a la Unión como «unida en la diversidad» lo que es toda una declara­
ción de presupuestos y principios sobre los que parte la Unión. 

'^ Esto no supone que se agoten las posibilidades de la presencia regional en la 
Unión Europea. El tratado constitucional atiende a algunas de las reivindicaciones re­
gionales —la extensión del principio de subsidiariedad al ámbito regional, el incre­
mento del Comité de las regiones, su participación en el ámbito judicial, etc—. En este 
sentido, el tratado constitucional europeo introduce pocas novedades a favor de un 
mayor protagonismo de los mismos. Desde el punto de vista del Parlamento se prevé 
que las leyes de la Unión serán aprobadas conjuntamente por el Parlamento y el 
Consejo Europeo, se clarifica la división de poderes con un legislativo formado por el 
Consejo y el Parlamento Europeo; se consolida a la Comisión Europea como gobier­
no de la Unión y se crea la figura del presidente estable del Consejo Europeo y del Mi­
nistro de Asuntos Exteriores; se aumenta la participación de los parlamentos nacio­
nales en las decisiones de la Unión y, en general, se refuerza el papel de las regiones, 
ciudades y municipios. Desde el punto de vista del principio de subsidiaridad, este se 
extiende al ámbito regional y es objeto de control político mediante dictámenes di­
rectos de los Parlamentos nacionales en el procedimiento legislativo europeo y, en 
caso de litigio, mediante un derecho de recurso propio de los Parlamentos. Y, final­
mente, desde el punto de vista del Comité de las Regiones las novedades consistirían 
en la posibilidad de que emita un dictamen si hubiese intereses regionales en juego, la 
posibilidad de recurrir directamente ante el TJCE contra normas del Consejo, Comi­
sión o Parlamento y la posibilidad de accionar el mecanismo de alerta temprana 
mientras se tramita una normativa. 

' ' Simplemente, y a modo de ejemplo, recordemos las disposiciones excepcionales 
previstas en los tratados para regiones como Canarias, Agores, Madeira, Islas del 
Canal, etc que podemos encontrar el Anexo II del TCCE bajo la rúbrica «Países y Te­
rritorios de Ultramar a los que se aplicarán las disposiciones de la cuarta parte del 
Tratado» o los protocolos sobre el Reino Unido e Irlanda integrados en el TUE. 
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peo aunque con un carácter limitado: el que establezca el es­
tado miembro. Es decir, desde el punto de vista constitucional, 
la Unión estará abierta a lo previsto por España respecto al de­
sarrollo del Estado autonómico. Así, el Tratado constitucional 
permite un potencial desarrollo, implícito y explícito, de la 
cuestión regional que permitiría colmar algunas délas lagu­
nas derivadas de la literalidad del articulado y compensaría las 
deficiencias'^^. 

— Y, finalmente, el quinto de esos elementos sería que la Unión 
Europea sea una unión de ciudadanos europeos. No nos ha­
llamos ante una mera organización internacional sino que la 
Unión Europea integra a los Estados miembros y a los ciuda­
danos de la Unión, a los poderes políticos y a pueblo de Euro­
pea. Es decir, hemos pasado a la integración político-social y 
no sólo económica que reconoce a los ciudadanos europeos los 
mismos derechos en todo el territorio comunitario por el que 
puede libremente circular. Al respecto, el Tratado constitucio­
nal europeo adopta una posición en cierto modo ambigua. 
Por un lado, en el artículo I-l y al tratar la composición del 
parlamento europeo, el Tratado constitucional se refiere a los 
ciudadanos europeos y no a los pueblos de los estados miem­
bros. Sin embargo, por otro lado, el texto constitucional se 
refiere directamente a los pueblos europeos como hace en el 
artículo 1-3 y a la ciudadanía en otras ocasiones, como el ar­
tículo I-10.2.d. 

De este modo, una Constitución europea en esta situación de 
multilevel constitutionalism no podría eludir la existencia de las 
constituciones de los Estados miembros, ni nacer de espaldas a 
una ciudadanía europea. Además, ese estructura multinivel de la 
Constitución europea, a la que se refiere en un primer momento, 
implica que existan distintas competencias entre los Estados miem­
bro y la Unión y que esas competencias sean atribuidas y limitadas 
por la naturaleza, la materia, etc, como lo implica ya el federalismo. 
La clave de ese proceso constitucional multinivel es que la rela­
ción establecida entre los entes competentes no es una relación je-

'"' Como sería el hecho de que la autonomía regional se deje en manos de los es­
tados. Para ello debemos esperar hasta que se integren este texto jurídico-constitu-
cional en el ordenamiento jurídico de los estados miembros, a partir de ahí se con­
cretará su ulterior desarrollo. (Cfr. JÁUREGUI, G., «La participación de las comunidades 
autónomas en la Unión Europea», Revista catalana de dret públic, n.°31, 2005, pp. 144 
yss) . 

© UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 2, 2007 2 9 9 



MARÍA BEGOÑA LÓPEZ PORTAS 

rárquica sino de distintos niveles de gobierno y constituciones que 
coexisten. 

Aunque formalmente no se le reconoce a la Unión Europea su ca­
rácter de federación, no se puede eludir el hecho de que ésta aparece 
como una forma única de unión en que los Estados miembros siguen 
siendo naciones independientes y soberanas que comparten al mismo 
tiempo su soberanía en muchos ámbitos de interés común lo que les 
proporciona una fuerza e influencia colectivas en la escena mundial 
que ninguno de ellos tendría individualmente. Al mismo tiempo, 
existe un reconocimiento explícito de la supremacía, efecto directo y 
unidad de la normativa comunitaria. Todo ello hace que parte del de­
bate sobre el futuro de Europa se centre en la cuestión de si la UE 
debe o no ser más 'federal', lo que su pone un reconocimiento implí­
cito de la existencia de elementos federales en la Unión Europea o 
que se trate de un modelo de federalismo distinto a los modelos teó­
ricos conocidos hasta ahora y que se referían a estados y no a entes 
integradores de los mismos, el llamado intellectual puzzle^^. 

II.2. LOS FENÓMENOS DE DESCENTRALIZACIÓN AD INTRA. 
EL ESTADO AUTONÓMICO 

Actualmente existen Estados federales bastante centralizados y 
Estados unitarios muy descentralizados, es el caso de España. Estado 
unitario se caracteriza por la existencia de una única fuente de poder 
originario en todo su territorio. Respecto a las constituciones de este 
tipo de Estados, WHEARE'*^ subraya que han de recogen: la estructura 
de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, en términos generales; 
la naturaleza de sus relaciones recíprocas; la naturaleza de las rela­
ciones entre los tres poderes y su relación con la comunidad y los de­
rechos de los ciudadanos y sus limitaciones. El cuerpo legislativo 
puede regular la puesta en marcha de esos principios y la adaptación 
de la Constitución a las necesidades cambiantes. 

La Constitución española va más aUá, reconoce la existencia de re­
giones con derecho a la autonomía, garantiza ese derecho y estruc-

"" Este término ha sido empleado por BURGESS, para referirse al hecho de que la 
Unión Europea, no siendo un Estado, sin embargo, su proceso de integración pre­
senta elementos tanto federales como confederales. (Cfr. BURGESS, M . , Federalism 
and European Union, Political idea, influences and strategies in the European Comunity, 
1972-1987, Roudge, London, 2000, pp 253-272). 

''^ Cfr. WHEARE, K . C , Las Constituciones modernas, Nueva Colección labor S.A., 
Calabria, Barcelona, 1974, p.39. 
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tura, en su Título VIII, las competencias estatales y autonómicas. 
Nos hallamos ante un nuevo modelo de Estado unitario, el Estado au­
tonómico'^^. La realidad política actual nos presenta muchas formas 
de Estado intermedias que se escapan a la clásica distinción Estado 
unitario-Estado federal. Así, pierde virtuosidad la clasificación de 
Estados en unitarios y/o federales al aparecer fórmulas intermedias 
de estados unitarios descentralizados política y administrativamente. 
En este supuesto se incluiría el Estado autonómico españoP"*, como 
veremos. Este modelo, externamente, semeja en parte a un modelo fe­
deral pero, internamente, la soberanía originaria corresponde al Es­
tado mismo —poder central— y no a las regiones o autonomías. 

'*^ Los rasgos que identifican al estado autonómico, pueden enumerarse como: 1. 
un estado de estructura descentralizada creado por la Constitución española para 
atender la los problemas históricos y a la unidad territorial; 2. los principios generales 
de este modelo de organización política territorial del poder se hallan en la CE pero 
son desarrollados por los Estatutos de autonomía, acuerdos políticos, leyes ulteriores 
y sentencias del Tribunal constitucional; 3. ha supuesto que de un Estado super cen­
tralizado se establezca un modelo fuertemente descentralizado sin que exista un mo­
delo teórico referencial; 4. no hay una definición clara de los elementos ñindamenta-
les del este modelo de estado que nos oriente de su evolución ftitura, se trata de un 
proceso dinámico, flexible e inconcluso, lo que suscita la necesidad de trazar grandes 
líneas maestras para identificarlo; 5. esa indefinición se deriva de sus rasgos esenciales 
y su relación con el modelo federal; 6. el Estado autonómico presenta rasgos comunes 
a los estados federales europeos: como es el reconocimiento constitucional de la au­
tonomía, la existencia de instituciones políticas propias, la distribución competencial, 
etc.; 7. además de esos elementos comunes, el estado autonómico presenta rasgos es­
pecíficos como ha sido el reconocimiento de hechos diferenciales en algunas comu­
nidades; 8. existen problemas autonómicos pendientes de una solución política, al­
gunos pueden ser generalizados para todas las comunidades autónomas, como la 
escasa representatividad del Senado, y otros requieren un tratamiento específico, 
como es el del concierto económico vasco; 9. el Ingreso de España en la Unión Euro­
pea ha afectado a la posición y competencias de las comunidades autónomas, ha de 
lograrse un desarrollo del estado autonómico en el marco del proceso comunitario, en 
este sentido AJA habla de la existencia de un embrión de la nueva unidad política que 
previsiblemente modifique la posición del Estado y las comunidades autónoma. Al 
respecto, resulta interesante las diez tesis y una cita sobre el carácter del Estado au­
tonómico que configuran los rasgos del mismo recogidos por AJA, en artículo titula-
do«Igualdad competencial y hecho diferencial», en AJA, E . , et alii, Uniformidad o di­
versidad de las comunidades autónomas, Colecció Instituí d'Estudis Autonomics, n.° 23, 
Barcelona, 1995, pp. 71 y ss. 

** La característica especial del federalismo en el caso del Estado autonómico re­
side en su evolución. Su punto de partida no ha sido la diversidad dirigida a la unidad 
sino la salida ha sido la unidad «contruida de una forma autoritaria» para alcanzar el 
reconocimiento jurídico y político de una pluralidad de centros de poder. Por este mo­
tivo BLANCO VALDÉS sostiene que nos hallaríamos ante un experimento peculiar, un 
caso de federalismo al revés, en el que paradójicamente cuanto mayor es la descen­
tralización mayor es la presión centrífuga. (Cfr. BLANCO VALDÉS, R. , Nacionalidades his­
tóricas y regiones sin historia: a propósito de ¡a obsesión ruritana. Alianza, Madrid, 
2005, pp.22 y 23) 
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La indefinición teórica del modelo de Estado adoptado por la 
Constitución española permitió, en la práctica, que se desarrollase un 
proceso flexible y abierto que se denominó proceso autonómico. Este 
proceso supuso la configuración del Estado autonómico o el Estado 
de las autonomías. Esa denominación procede del reconocimiento 
que el artículo 2 de la carta magna hace al principio de autonomía 
aunque no exista un reconocimiento del vocablo Estado autonómi-
co"*̂ . El concepto de Estado autonómico refleja el complejo panorama 
político español en el que, si bien se ha logrado un consenso por el 
constituyente en muchos puntos, en materia de organización territo­
rial'**, sin embargo, se mantienen muchas diferencias entre los terri­
torios. Ese consenso de mínimos se ha manifestado en la adopción de 
un acuerdo que ha requerido el posterior desarrollo práctico en esta­
tutos de autonomía, leyes, sentencias del tribunal constitucional, etc. 
Por ello, se dice que el proceso de autonomía es un proceso abierto y 
necesitado de ulteriores concreciones, de un perfeccionamiento. 

Estado autonómico es el resultado de la interacción de diversos ele­
mentos jurídicos y políticos tanto dentro como fuera de España. Así, la 
integración en las Comunidades europeas tendría un peso decisivo a la 
hora de configurar el ámbito competencial tanto del Estado, del ente 
europeo como el de las comunidades autónomas, al establecer un 
nuevo orden jurídico político en un modelo de descentralización te­
rritorial aún no definido, sino abierto e inconcluso. 

Así, existen una serie de factores del Estado de las autonomías que 
siguen pendientes de un concreción, como son: los aun no realizados 
traspasos de competencias, la reforma del senado, el incremento de la 
participación regional en el seno de la Unión Europea, las propuestas 
de reformas estatutarias, etc. La inexistencia de una única estructura 
de poderes que actúe sobre todo el territorio, indica que el estado au­
tonómico aunque abierto no es un estado unitario. El modelo de es-

''̂  Incluso se han planteado propuestas para incluir el término de Comunidades 
autónomas en algunos artículos. Así, en enero del 2006 el Consejo de Estado presen­
tó el llamado «informe sobre modificaciones de la Constitución española» en el que se 
proponía la inclusión del término Comunidades autónomas bien en el título prelimi­
nar o en los artículos 2, 137 y 143 y, la modificación de la redacción de otros artículos 
relacionados —como son los artículos 144, 146, 148, 151 y 152—. (Cfr. Informe del 
Consejo de Estado sobre modificaciones de la Constitución Europea, proyecto, enero 
2006, parte IV, pp. 128-224). Finalmente, las modificaciones sobre la reforma consti­
tucional fueron aprobadas por el pleno del Consejo de Estado el 17 de febrero de este 
año. 

''̂  Como ha sido el reconocimiento de las autonomías, sus instituciones, su signi­
ficado jurídico, etc. 
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tado español es indefinido, no se identifica claramente con un modelo 
de estado que esté predefinido. A pesar de la indefinición teórica del 
modelo de Estado autonómico español, sí podemos señalar algunos 
elementos que determinan su carácter autonómico. Entre esa premi­
sas de los que debemos partir para hablar de este tipo de Estado, se­
ñalaremos que: 

Primeramente, la autonomía no es soberanía. Mientras que la so­
beranía reside en el pueblo español"* ,̂ la autonomía podría definirse 
como la capacidad de auto normarse y de autogobierno, es decir, es 
la capacidad de decisión de tipo político y jurídico. La autonomía es 
un poder limitado, congruente con la unidad total del ordenamiento 
jurídico y político, se halla reducida a un haz de facultades o potes­
tades para la gestión de los intereses de las respectivas comunidades 
autónomas"^*. Esta autonomía de las comunidades autónomas es dis­
tinta a la autonomía local. Es decir, la estructura del poder territorial 
está graduada no jerarquizada y reservada constitucionalmente a la 
consecución de sus propios intereses. La autonomía corresponde a 
las distintas comunidades autónomas que han establecido sus insti­
tuciones, sus estatutos y normas y se encargan de su ejecución, pero 
carecen de un poder judicial propio"*'. La soberanía, en cambio, es un 
poder supremo, ilimitado y perpetúo para hacer leyes^°. No tendría 
los límites de la autonomía que ha sido establecidos en la Constitu­
ción —interés general, solidaridad entre regiones, poder coactivo fe­
deral, etc—. 

En segundo término, la autonomía de la comunidad autónoma no 
puede comprenderse dentro del modelo de Estado unitario clásico. El 
Estado unitario exige la existencia de una única estructura centrali­
zada de poder sin que sea posible una separación vertical de potesta­
des paralela a la división horizontal de poderes. En el Estado auto­
nómico español, las autonomías dotadas de autogobierno detentan el 
poder legislativo y ejecutivo. La relación de estos poderes autónomos 
con los poderes del Estado no está fijada por la jerarquía, cada uno 
tiene un ámbito de actuación más o menos definido y han de coope-

"" Cfr. el artículo 1.2 de la carta magna española. 
'*' Cfr. el artículo 137 de la Constitución española y la f. j . 3 de la sentencia del Tri­

bunal constitucional de 28 de julio de 1981 (STC 32/1981) en la que se indica que la 
garantía institucional es un derecho de los distintos entes territoriales a intervenir en 
los asuntos que afecten a su comunidad. 

'" Así, los Tribunales Superiores de Justicia de las distintas comunidades autó­
nomas se integran dentro de la estructura judicial central. 

°̂ Recordemos la ya comentada definición que nos aportó BODINO en los Seis li­
bros de la República. 

© UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 2, 2007 3 0 3 



MARÍA BEGOÑA LÓPEZ PORTAS 

rar y colaborar aunque todos ellos siempre se hallan supeditados a los 
que establece la Constitución española y a sus leyes de desarrollo^'. 

En tercer lugar, la autonomía guarda cierto paralelismo o presenta 
elementos comunes al Estado federal, frente al modelo de Estado 
unitario del franquismo^^. Así, muchos autores, constitucionalistas y 
politólogos^^ subrayan que el Estado español es un Estado federal con 
peculiaridades y diferencias como ocurre con los demás Estados fe­
derales entre sí. Aunque fueron numerosos los supuestos socio polí­
ticos^"' que impidieron que al constituyente español inclinarse clara­
mente por alguno de los dos sistemas de organización de poder. Mas 
la evolución práctica del mismo ha ido acentuando el carácter federal 
del Estado español. Esto no significa el que se aceptase sin más este 
modelo, existían razones que se argumentaban en contra del modelo 
federal de Estado español, como eran: el temor a un desorden políti­
co y jurídico semejante al de la segunda República, el miedo a que 
apareciesen disfunciones en el trabajo de la administración pública 
estatal, el que se incrementase la descentralización funcionaP^, etc. 

'̂ También, incluimos aquí a los principios constitucionales, los estatutos, las le­
yes orgánicas y ordinarias y a la jurisprudencia que desarrollan lo establecido en la 
Constitución española. 

•̂̂  Así, «la España posfranquista cada vez más responde a una lógica federadle he­
cho sino de derecho. El movimiento descentralizador implica el reconocimiento de 
España como un estado plurinacional y multilingüe. Implicaba también el reconoci­
miento de la necesidad de introducir el principio de autogobierno en el tejido políti­
co». (Cfr., AGRANOFF, R . , RAMOS GALLARÍN, J . A., «La evolución hacia una democracia 
federal en espera: un sistema de relaciones intergubemamentales», p.55, en AGRANOFF, 
R., el ala, El Estado de las autonomías ¿Hacia un nuevo federalismo?, IVAP, Vitoria, 
1998, p.559. 

'^ Entre otros, destacaremos a ELAZAR, AJA, SOLOZABAL ECHEVARRÍA, TRUJILLO FER­
NÁNDEZ, etc. En este sentido, PECES-BARBA habla de un estado funcionalmente federal 
basado en el concepto indispensable de autonomía generalizada y que presenta rasgos 
de asimetría. Para el jurista nos hallamos ante un federalismo funcional asimétrico en 
el que surge la necesidad de completar el modelo. {Cfr. PECES-BARBA, G. , «Una lectura 
de la Constitución española», en Cuco, A., et alii. La organización territorial del Estado: 
España en Europa: un análisis comparado, Universidad de Valencia, 2002, pp.67 y 73) 

''' Citaremos entre ellos: la crisis del modelo franquista en el que el estado unita­
rio era uno de sus máximos exponentes, el agotamiento histórico del modelo unitario 
y el intento pode acercar los centros de decisión al ciudadano, el impulso de las lla­
madas comunidades históricas por transformar la estructura central del estado, la exi­
gencia técnico funcional de redistribuir territorialmente el poder del estado y las re­
giones que cobran cada vez un mayor protagonismo político y jurídico, etc. 

^̂  Esa descentralización funcional se produciría por el establecimiento de orga­
nizaciones ptiblicas territoriales o entidades locales, de organismos autónomos, so­
ciedades públicas, fundaciones de interés público etc. La descentralización aparece 
como una fórmula abierta y centrada al mismo tiempo que gira entorno a los princi­
pios de unidad y autonomía lo que presenta la apariencia de una «descentralización 
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La evolución del proceso autonómico iría concretando el acuerdo 
de mínimos alcanzado en la Constitución y fijaría los perfiles que di­
bujan al Estado de las autonomías. Dentro de esos perfiles los ele­
mentos que incrementan la autonomía de las regiones son numero­
sos, esto permite acercar el modelo español al de un Estado federal^^, 
entre ellos citaremos: las pre-autonomías constituidas por los decre­
tos leyes y que extienden la aspiración de autogobierno a todas las de­
más regiones; la composición política de las Cortes constituyentes 
con una presencia relevante de los nacionalismos catalán y vasco; la 
posición autonomista de la izquierda estatal y la posición centralista 
de la UCD, partido en el gobierno, lo que se traduciría en considerar 
a la estructura autonómica como asimétrica; la progresiva extensión 
del modelo de autonomía a todas las comunidades autónomas^'. De 
manera que, observamos que son muchos los elementos que han ido 
acercando al proceso autonómico al de un Estado federal. Tras un de­
sarrollo no igualitario de las autonomías se ha ido homogeneizando 
sus competencias sobretodo en la década de los noventa. 

Dentro del modelo de Estado autonómico, los principios de uni­
dad y autonomía son imprescindibles para comprender las tensiones 
existentes entre la centralización y regionalización de las competen­
cias. Ambos aparecen recogidos y garantizados en la Constitución es­
pañola^* como los principios básicos del modelo de Estado aunque 
parezcan contradictorios. Las fuerzas centrípetas y centrífugas de 
ambos principios son las que marcan la evolución y consolidación del 

en cajas chinas» (Cfr. BLANCO VALDÉS, R. , Nacionalidades históricas y regiones sin his­
toria: a propósito de la obsesión ruritana, Alianza, Madrid, 2005, pp.49 y ss) 

'^ Estos es lo que CRUZ DE VILLALÓN llamó desconstitucionalización de la estruc­
tura del Estado, permitida por la propia Constitución, cit. por BLANCO VALDÉS, R . , «El 
Estado federal interminable», en GARCÍA DE CORTÁZAR, F., El Estado de las autonomías 
en el siglo xxi: cierre o apertura definitiva, Fundación para el Análisis y los Estudios So­
ciales, número 66, Madrid, 2001, p. 172. 

^' Desaparecería los conceptos de comunidades autónomas de vía rápida o vía len­
ta. Esto se debe a la dinámica existente entre las distintas comunidades, en principio 
especiales, conformadoras del modelo autonómico pero se permite que posterior­
mente se demanden más competencias por el resto de comunidades autónomas. 
Esta total homogeneización de competencias se debe para algunos autores a la apa­
rición de una clase política autonómica que dependía de la consolidación del poder 
autonómico y del incremento de sus competencias para mantener su posición dentro 
de las cortes entre 1993-1996. {Cfr. BLANCO VALDÉS, R . , «El Estado federal intermina­
ble», en GARCÍA DE CORTÁZAR, F . , , El Estado de las autonomías en el siglo xxi: cierre o 
apertura definitiva, Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales, número 66, Ma­
drid, 2001, p. 183) 

'* Cfr. el artículo 2 de la Constitución española y su desarrollo en el Título VIH, es­
pecialmente los artículos del 143 al 158, así como la disposición adicional 1.̂  y las dis­
posiciones transitorias 1." a 6." de la misma. 
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proceso de autonomía hacia una tendencia más federalista. El Estado 
unitario autonómico se caracteriza por: la igualdad de derechos en to­
das las comunidades autónomas y la libre circulación^';los estatutos 
de autonomía formalmente semejan las constituciones de los Estados 
federales, y en el caso de las comunidades autónomas privilegiadas, 
recordemos que, éstos son superiores a las demás por su carácter pac-
ticio; los órganos de gobierno autonómico son elegidos por el pueblo 
de la comunidad autónoma y no están subordinados a la legislación 
central; existe una separación de competencias entre los poderes 
central y autonómico expresada en listas de competencias que figuran 
en la Constitución y en los estatutos de autonomía, etc. Todas estas 
características del modelo de Estado semejan las que identifican a un 
Estado federal. 

Pero el modelo de Estado que establece la Constitución española 
es el de un Estado unitario con rasgos federales. Ante esa indefinición 
teórica sobre el modelo de Estado español, algunos autores han apre­
ciado un nuevo traspaso de funciones de ejecución o administrativa 
del Estado a municipios provincias o regiones, pudiendo ser recen-
tralizadas. Pero aunque se produzca una re-centralización de las 
competencias, el Estado autonómico avanza, no puede retroceder, 
salvo por una reforma constitucionaP°. En un primer momento, las 
delegaciones y transferencias estatales, realizadas en virtud del ar­
tículo 150.2 de la Constitución y los estatutos, permitieron la am-

^' Cfr. los artículos 2 y 139 de la Constitución española. 
'" Una reforma del texto constitucional de tal calado, de retroceso, supondría un 

cambio profundo no sólo por modificar uno de los títulos más importantes, el VIII, si 
no porque, además de la Carta magna, se alterarían elementos del bloque de consti-
tucionalidad, como los estatutos; de su desarrollo jurisprudencial protagonizado por 
el Tribunal constitucional; de toda la legislación de desarrollo; etc. Es decir, un re­
troceso del sistema autonómico mediante la reforma del texto constitucional impli­
caría una alteración profunda de nuestro sistema político jurídico. En esa reforma la 
naturaleza del compromiso constitucional y la concreta realidad político-institucional 
condicionan la forma del procedimiento de revisión, por la elevada tasa de mutabili­
dad que caracteriza al federalizing process, surge la necesidad de una intervención de 
todos los actores en la reforma constitucional. Así, GROPPI destaca que los problemas 
de envejecimiento y de funcionalidad de las fórmulas de reforma constitucional pue­
den surgir en los ordenamientos, como el español, en los que el proceso de federali-
zación se desarrolla en dirección centrífuga, a través de la descentralización de un Es­
tado unitario, bajo el empuje de una demanda de autonomía derivada de 
comunidades territoriales. Al no estar previstas incisivas formas de participación 
autonómica en la reforma constitucional pueden surgir problemas de funcioneJidad a 
contrario, es decir, conducir a privilegiarla legislación ordinaria. (Cfr., GROPPI, T., 
«La reforma constitucional en los Estados federales entre pluralismo territorial y no 
territorial», en Revista de Derecho Político, n.° 54, UNED, Madrid, 2002, pp. 113-
128). 
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pliación de las competencias autonómicas, pero como éstas tienen 
potestades legislativas no hubo una mera descentralización admi-
nistrativa*^ Posteriormente, el Estado ha ido recentralizando com­
petencias*^ sin que eso suponga un retroceso en el Estado de las au­
tonomías, sino una nueva fase. De esta manera, una vez que 
prescindimos del carácter descentralizador meramente administrati­
vo del Estado autonómico, nos queda configurar un modelo de Esta­
do que se mueve dentro de dos parámetros: el federal y el unitario. 
Así, comparándolo con los elementos esenciales del federalismo y 
del Estado unitario moderno, el Estado autonómico presenta: 

1. Elementos federales como la garantía constitucional de la au­
tonomía y la distribución de las competencias entre entes te­
rritoriales, la existencia de instituciones políticas autonómi­
cas, la resolución de conflictos competenciales por un órgano 
imparcial y supremo, la lealtad autonómica garantizada por la 
coacción federal del artículo 155 de la Constitución, la solida­
ridad interregional, etc. En el caso de España, existen otros re­
quisitos del modelo federal que, sin embargo, no se cumplen 
como son: la existencia de un poder federal autónomo, la falta 
de regulación constitucional *̂ de las relaciones entre el Estado 
y las comunidades autónomas, la prohibición constitucional de 
una federación entre las comunidades autónomas*'', etc. 

2. Elementos no federales, como son la existencia de una auto­
nomía regional y no soberanía, la falta de una verdadera pre­
sentación autonómica en el senado, la relación práctica cuasi-
jerárquica entre los órganos del Estado y los de la comunidad 
autónoma; la escasa representación de la comunidad autónoma 
en la Unión Europea cuando se tratan materias de su interés, la 
falta de capacidad autonómica para suscribir tratados interna­
cionales, la existencia de comunidades autónomas con hechos 
diferenciales y otras que no, etc. Este último elemento, en cam­
bio, es el que AJA denomina el eje federal*^ que configura el Es-

" Cfr. la sentencia del tribunal constitucional 25/1981 de 214 de julio. 
^̂  Lo que añade el problema de que, en la práctica, la autonomía política se ciña a 

la mera ejecución, gestión y aplicación de lo establecido desde el poder central del Es­
tado. Supuesto que se agrava en el caso de transferencia de competencias estatales ya 
que el estado retiene para sí la toma de la última decisión, al ser el titular de la misma 
aunque la hubiera cedido a una Comunidad autónoma. 

" En ella apenas aparecen mecanismos que regulen esta relación. 
'"'' Cfr. el artículo 145.1 de al Constitución española. 
'^ Cfr. AJA, E . , El Estado Autonómico, federalismo y hechos diferenciales, Alianza, 

Madrid, 2004, pp.95 y ss. 
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tado autonómico. Los hechos diferenciales serían factores di­
ferentes y en distinta intensidad que integran un eje diferente y 
que no existe en los Estados federales más consolidados^*. La 
esencia de su existencia se halla en las diferencias estructurales 
de las comunidades autónomas y genera una desigualdad de 
estatus entre las comunidades que se manifiesta en diferen­
cias jurídicas reconocidas en la Constitución y en los estatutos 
que se concretan entorno a su territorio, el concierto fiscal y ré­
gimen económico especial, la lengua, los derechos civiles y fo-
rales y la policía*^. 

La interacción de estos dos tipos de elementos son los que definen 
los parámetros en los que se ubica el Estado de las autonomías. Aun­
que, en el caso español, para hablar de federalismo en sentido estricto 
faltan, ante todo, los siguientes elementos: una soberanía originaria au­
tonómica; la plena autonomía garantizada constitucionalmente — l̂o 
previsto en la carta magna se completa fuera del texto constitucio­
nal—; mayor capacidad de decisión a efectos internos y mejora de su 
participación en la toma de decisiones estatales — p̂or lo que se plantea 
la reforma del Senado—; un mayor poderes y unas competencias au­
tonómicas más peso —como la existencia de un poder judicial auto­
nómico—; o mejores vías de participación en la Unión Europea en 
defensa de sus intereses que vayan más allá de las oficinas de las co­
munidades autónomas en Bruselas, el Comité de representación per­
manente (COREPER), el Comité de las regiones, etc. 

La cuestión de elegir por una denominación de Estado unitario 
autonómico o federal no es indiferente**, pero puede inducir al equí­
voco. De manera que, para conocer el tipo de Estado que nos encon­
tramos es necesario olvidamos de los nominalismos y, en cambio, 
analizar la estructura política del Estado autonómico. Si bien la ca-

'^ Cfr. AJA, E . , Estado autonómico en España a los 25 años de Constitución, po­
nencia presentada en el VIII Congreso Iberoamericano de Derecho constitucional, ce­
lebrado en Sevilla 3-5 de diciembre 2003, p. 34. 

" El hecho diferencial no puede ser eludido, incluso, para algunos autores, resulta 
determinante para comprender la realidad de las diferencias entre las distintas auto­
nomías. {Cfr. SuBiRATS, J., «El papel de las comunidades autónomas en el sistema es­
pañol de relaciones intergubemamentales. Quince años de las comunidades autóno­
mas en España. Luces y sombras de una realidad aun en discusión», en AGRANOFF, R . , 
el ala, El Estado de las autonomías ¿Hacia un nuevo federalismo?, IVAP, Vitoria, 
1998, p.162). 

'* Al respecto, AJA subraya que la denominación puede ser políticamente impor­
tante ya que puede «generar adhesión o el rechazo de parte de la población». {Cfr. AJA, 
E., El Estado Autonómico, federalismo y hechos diferenciales. Alianza, Madrid, 2004, 
p.41). 
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racterística principal que distingue los modelos de Estado federal 
del Estado unitario es la división vertical del poder frente el único ni­
vel de poderes del Estado unitario. Esa diferencia afecta a la estruc­
tura y a la dinámica de los poderes^^. En el Estado unitario existe un 
único nivel de poder, en el Estado federal existe una división vertical 
del mismo entre la federación y las partes que la integran que afecta 
a sus estructuras y a la dinámica de poderes. El Estado federal es más 
complejo que el unitario y más conflictivo en materia de competen­
cias al aparecer distintos entes territoriales que son titulares de fa­
cultades distintas o comunes en un mismo territorio. 

De esta manera observamos que, en el caso español, nos encon­
tramos ante una concurrencia de procesos de descentralización polí­
tica de competencias estatatales que inciden de tal manera que llegan 
a configurar un único proceso político en el que se define el protago­
nismo estatal español de un modo distinto al que experimentaba el 
Estado hasta hoy. El proceso europeo tarapoco debe ser eludido, los 
rasgos que este presenta inciden de un modo directo a la configura­
ción no sólo competenciaF° de los distintos entes políticos sino, en ge­
neral en el carácter más o menos federal que pueda adoptar el estado 
español en su evolución. 

III. EL ESTADO FEDERAL 

Dentro de los distintos sistemas de organización política, el fede­
ralismo surge parejo a la idea de alianza. El propio término federal. 

' ' Para AJA sólo existen dos categorías de gobiernos, los unitarios y los federales, 
sin que exista una categoría intermedia con reglas propias que puedan servir para in­
dicar criterios diferenciados de funcionamiento político, como la categoría de estado 
regional. (Cfr. AJA, E . , El Estado Autonómico, federalismo y hechos diferenciales, Alian­
za, Madrid, 2004, p.47). 

'" Al respecto, cabe destacar que al asumir la UE competencias que correspondí­
an a los Estados miembros, se produce una alteración del reparto competencial del 
Estado autonómico. Esa alteración suponía no sólo que el Estado español perdiese 
competencias en favor del ente integrador sino que se recentralizasen en el primero 
competencias que correspondían a las Comunidades autónomas al ser el Estado el 
responsable por el incumplimiento del Derecho comunitario y al participar en la 
adopción de la legislación comunitaria que versase sobre esas facultades. Al respecto, 
el Tribunal Constitucional se pronuncia señalando que no se produce alteración al­
guna sobre el reparto competencial interno, a la hora de ejecutar la normativa co­
munitaria, (vid. STC 236/1991, f.j 9). Por ello, autores como ORTEGA, señalan que el 
proceso de integración europea se ha manifestado en el ordenamiento jurídico espa­
ñol de una forma compleja y plural, y dentro de un marco respetuoso del pluralismo 
interno proclamado en la CE, y conforme a la interpretación de TC. {Cfr. ORTEGA, L., 
Reforma Constitucional y Reforma Estutaria, civitas, Madrid, 2005, p. 94). 
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procedente del latín foedus —pacto—, evoca al nexo de unión entre 
las distintas partes que dan origen al Estado (federal). La formación 
de una comunidad política —estatal, infraestatal o supraestatal— a 
través de la de alianza y no de la fuerza o conquista se presenta 
como una opción; el o un acuerdo que la crea hace referencia a un fo­
edus y con ello al federalismo. Por lo que surge la necesidad de iden­
tificar al fenómeno federal. 

A la hora de analizar el concepto de Estado federal y su relación 
con la idea de soberanía, debemos subrayar que, desde la segunda 
mitad del siglo xix hubo muchas tesis que intentaban conciliar ambos 
términos. En este mismo sentido. Lord ACTON^' se refería al federa­
lismo como «la más eficaz y más congénita de todas las regulaciones 
de la democracia (...) el sistema federal limita y restringe el poder so­
berano mediante su división y mediante la asignación al gobierno de 
ciertos derechos definidos». Por lo tanto, si el estado federal era so­
berano per se, surgía la cuestión de incardinar a los Estados miem­
bros como Estados soberanos en esa estructura federaP^. 

En su esencia el federalismo garantiza una esfera propia de auto­
nomía y de la participación en las decisiones del conjunto de la fede­
ración^^. Es decir, la noción más simple de federalismo y que parale­
lamente refleja su esencia sería «autogobierno más gobierno 
compartido», «unidad y diversidad». Una de las principales caracte­
rísticas del federalismo sería que los Estados que se integran en la fe­
deración tendrían una soberanía originaria^'*, aunque, por su propia 

" Cfr. ACTON, J., Lectures on Modem History, Macmillan and Co., London, 1952. 
'^ Al respecto, HELLER se pronuncia y destaca que: «el Estado federal es un Estado, 

usando éste término en su acepción plena, en función de que, por mediación de su 
poder judicial de su presidente o cualquier otra instancia federal, puede decidir au­
toritariamente en los casos de conflicto, a quien pertenece el derecho». Mientras 
que los estados miembros serían unidades coordinadas con el estado federal aunque 
exista una voluntad decisoria tiniversal por encima de ellos, el estado federal. Es decir, 
el estado miembro adquiere una justificación que, en esencia, es distinta a la de la uni­
dad federal soberana que se encuentra por encima de él. {Cfr. HELLER, Hermán, La so­
beranía...., pp. 215 y 216). 

" Vid. ELAZAR, D . Exploración del Federalismo..., pp. 32-33. 
'•' Es decir, los estados miembros conservan una importante esfera de autonomía y 

participan en la formación de la voluntad federal por medio de una segunda cámara en 
el pcirlamento de la federación (como son el Senado norteamericano y el Bundesrat ale­
mán). Esta autonomía está garantizada en una constitución federal cuya reforma es­
taría sujeta a procedimientos especiales. Los conflictos que se puedan plantear entre 
los diversos niveles que integran la Federación serán resueltos por una instancia crea­
da ad hoc. El reconocimiento de soberanía originaria es ima clara distinción con el mo­
delo autonómico, ya que los Estados federados se dotan a sí mismos de su propia 
Constitución, y no de un estatuto de autonomía emanado del poder central. 
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naturaleza, el federalismo aumentaría la unidad. La cuestión, por lo 
tanto, es lograr un equilibrio entre las fuerzas centrípetas y centrífu­
gas que coexisten para evitar su transformación en otro modelo de or­
ganización política —sea este un Estado unitario, una confedera­
ción, una simple asociación de Estados, una liga, etc—. 

La definición del federalismo ha sido fruto de una ardua tarea. El 
fenómeno conceptual y el fenómeno histórico han complicado esa la­
bor emprendida. El resultado de esa labor doctrinal ha sido la elabo­
ración de distintos conceptos o definiciones del federalismo que par­
ten de enfoques variados, desde el financiero hasta el político o 
cultural. Una visión más teórica y estática^^, identificaría al Estado fe­
deral como aquel que, simplemente, tiene su origen en un pacto o 
alianza. Sin embargo, parte de la doctrina empirista discute esta 
idea y parte de una visión más dinámica. No conciben al Estado fe­
deral como algo estático sino que se habla de la existencia de un 
proceso federalizante. El federalizing process, se sustenta sobre unos 
acuerdos federales de naturaleza constitucional, constitutional arra-
gements, que regulan las reglas fundamentales del desarrollo de un 
proceso federal que evoluciona a partir del pacto inicial. 

Las formas del federalismo son diversas pero su esencia es la de 
reconciliar unidad y diversidad, el federalismo debe cumplir al menos 
dos funciones: la primera función sería la de limitar y dividir verti-
calmente el poder a la par que proteger a las minorías a través de una 
autonomía regional y, la segunda, la función de integrar la heteroge­
neidad. El ir y el devenir de la historia ha producido distintos tipos de 
federalismos, clasificados en dos tipos, básicamente, el dual y el co­
operativo. Dentro del modelo de poder no centralizado^^, el federa­
lismo, los clásicos ejemplos de modelos federales alemán y estadou­
nidense han sufrido un importante cambio en los liltimos años, fruto 
de esa evolución, el poder federal se fortalece. La evolución del koo-
perativen fóederalismus al igual que ocurrió con el new federalism 
norteamericano son típicas referencias de la evolución homogenei-
zadora de los federalismos contemporáneos que se acomodan a las 
exigencias del Estado. Las transformaciones organizativas y funcio­
nales del federalismo han supuesto profundas alteraciones de su 

'^ Esta visión estática del Estado federal es la que sostienen autores como J. BRY-
CE, H. KELSEN, K . C . WHEARE, entre otros, que contemplan el estado federal como una 
estructura. 

'* Recordemos que, siguiendo las ideas de ELAZAR, el federalismo sería un mode­
lo de poder no centralizado en una autoridad pero que, sin embargo, la potestas dis­
persada se encuentra estructurada en muchos centros legítimamente autorizados en 
la Constitución. 
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imagen clásica de división yuxtapuesta de poder entre distintos entes 
territoriales estatales. 

Pero la aplicación práctica de este modelo de organización de 
poder se ha extendido de tal forma que podemos hablar de la exis­
tencia de una pluralidad de modelos federales. Esto va a requerir el 
establecimiento de un gobierno federal flexible y dinámico, es decir, 
que se adapte a los tiempos. De esta manera se puede comprehender 
que los Estados miembros se encontrarían jurídicamente bajo un 
sistema de relaciones: respecto al Estado federal verían limitada su 
soberanía, respecto al ejercicio de sus facultades en el ámbito de sus 
competencias mantienen una esfera de soberanía, pueden exigir pres­
taciones del Estado federaP^, y participan en el poder federal incluso 
en la configuración del organigrama político y las estructuras del 
poder federal. 

La doctrina federalista considera que no existe un único criterio 
que permita calificar a un Estado como federal. Debemos valorar 
una serie de elementos para ver si el Estado en cuestión reúne los re­
quisitos llamados federales, que esencialmente son los siguientes: 

1. El reconocimiento constitucional de la estructura federal, que 
evitaría que el Estado incremente el poder y garantía cierta 
esfera de potestad a los Estados miembros. 

2. La distribución de competencias entre federación y Estado, 
que también se encuentra garantizada en la Constitución. 

3. La resolución de conflictos por una instancia neutral e inde­
pendiente políticamente de la federación. 

4. Instituciones representativas de los Estados miembros que ac­
túan políticamente de una forma independiente de la federa­
ción. 

'̂  Este ha sido una vía de extraordinaria importancia a la hora de aumentar el ám­
bito de competencias del poder federal al ir haciéndose cargo del ámbito prestacional 
de competencias de los Estados miembros. Un ejemplo claro de ello es el caso de la 
centralización de poderes federales norteamericano tras el New Deaí. En este mo­
mento se intensifica la intervención social federal de base financiera, lo que consa­
graría el incremento de las competencias federales que se había producido con la in­
dustrialización y la movilidad de mercancías y trabajadores. Roosevelt lo que postulaba 
era que todo poder que afecte al conjunto de la nación debe estimarse como propio de 
la Unión aunque la Constitución no lo estableciese expresamente. Así, las Grants-in-
aids, la enmienda XVI, los programas aprobados tras la Social Security Act y las sub­
venciones derivadas de la George-Dean Act fueron los instrumentos que posibilitaron 
entonces ese incremento competencial federal por la vía financiera. (Cfr. SÁENZ ROYO, 
¥,., El Estado social y descentralización política. Una perspectiva comparada de Estados 
Unidos, Alemania y España, Thomson, Civitas, Madrid, 2003, pp. 52 y ss.) 

312 © UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 2, 2007 



E L ESTADO EN LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN... 

5. Una forma de financiación objetiva y garantizada. 

6. Un sistema de relaciones entre federación y Estados miem­
bros. 

7. El establecimiento de mecanismos que permiten la participa­
ción de los Estados miembros en la posición del Estado federal. 
Este requisito se ha convertido en trascendente en los últimos 
años ante la inexistencia de una técnica jurídica exacta que 
garantice las competencias'^ de los entes infraestatales. En las 
últ imas décadas, Estados europeos como España, el Reino 
Unido, Bélgica, Italia, etc, han ido adoptando estos requisitos. 
De manera que se han ido introduciendo en un proceso de re­
organización política territorial con rasgos federales. 

IV. LA CONFIGURACIÓN DE UN NUEVO PARADIGMA ESTATAL 

El Estado federal se presenta como una alternativa al concepto clá­
sico de Estado soberano. Frente una forma centralizadora de poder tí­
pica de un Estado centralizado, el estado federal presenta rasgos de 
descentralización política aunque en menor medida que una confe­
deración. Si bien el federalismo y la descentralización política hacen 
referencia al mismo fenómeno de no-centralización de las competen­
cias, autores como Ferrán REQUEJO^'^ distinguen el fenómeno federal y 
el de descentralización. Para ellos, mientras el federalismo supone 
una división terrritorial del poder que originariamente aparece aso­
ciado a la existencia de un acuerdo de no centralización o descentra­
lización también implica la existencia de una serie de principios. En 
cambio, la descentralización comienza simplemente con la existencia 
de una sola unidad política y consiste en la dispersión de poderes ha­
cia fuera, del centro poder a otros centros de poder, es decir, es ante­
rior a cualquier acuerdo preexistente de una estructura de poder cen­
tralizado. De esta manera, cabe entender la existencia de ejemplos de 
descentralización que no son modelos de federalismo, como es el 
caso de la descentralización municipal en los países nórdicos. Y, aun­
que estos fenómenos pueden ser diferenciados, cabe la posibilidad 
de que coincidan, a partir de un pacto previo se inicia una descentra-

'* Cfr. AJA, E . , El Estado Autonómico, federalismo y hechos diferenciales, Alianza, 
Madrid, 2004, p.45. 

^' Al respecto, resulta oportuno consultar la diferenciación que fija el autor sobre 
esos dos fenómenos de no centralización competencias (Cfr. REQUEJO, F . , «Federalis­
mos y grupos nacionales», en CvQO, A., et alii, La organización territorial del Estado: Es­
paña en Europa: un análisis comparado. Universidad de Valencia, 2002, pp.83-84). 
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lización política que culmina en el establecimiento de un proceso con 
rasgos federales. Así, podemos señalar la existencia de fenómenos de 
descentralización cuasi federales es el caso del estado autonómico 
español o la devolution inglesa, entre otros. Son los que hemos llama­
do, fenómenos de descentralización ad intra, frente a otros fenómenos 
cuasi federales en la que la descentralización se ha producido hacia 
entes de integración política, como la Unión Europea y que podríamos 
nombrar como fenómenos de descentralización ad extra. Ambos fe­
nómenos coinciden en espacio y tiempo e inciden en su protagonista 
esencial, el Estado, hasta el punto de configurar un nuevo carácter al 
ente estatal dentro de un federalismprocess. 

El punto de partida del proceso federalizante se concretaría en el 
momento del nacimiento del Estado federal. El origen del mismo 
puede ser bien por la unión de varios Estados soberanos o bien a tra­
vés de la división de un Estado unitario en el que se establecen dis­
tintos entes autónomos^". No nos hallamos ante una corporación de 
Estados ya que el Estado federal domina sobre su pueblo y territorio 
aunque los Estados miembros conservan su carácter estateil en las es­
feras de su competencia. Se establece un enlace especial entre el Es­
tado federal y el Estado miembro, una organización conforme a una 
Constitución federal que distribuye los ámbitos competenciales de 
ambos y no conforme a un contrato^'. 

El federalismo es un concepto que tiene un origen histórico-polí-
tico que avanza a través de la historia^^, así ejemplos de federalismo 

^° LA PÉRGOLA, A., refiriéndose a KUNZ, («Die Staattenverbundugen», Sttutgart 
1929 p. 627, cit por LA PÉRGOLA, A., LOS nuevos senderos del federalismo, Centro de Es­
tudios Constitucionales, Madrid, 1994, p . l93 , nota 1) , señala la irrelevancia de la dis­
tinción teórica el tratado y ley como procesos equivalentes a los fines de estableci­
miento de un estado federal, en relación con el origen asociativo del estado federal. LA 
PÉRGOLA destaca que esta fase frecuentemente es precedida por la confederación de 
los estados, por ejemplo Estados Unidos de América, (vid. LA PÉRGOLA, A., Los nuevos 
senderos del federalismo, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1994, p. l93) . 
Frente a él habría otros supuestos de federalismo que surgen a partir de la descen­
tralización del poder, este federalismo de origen descentralizado es el que LA PÉRGO­
LA llama centrífugo y serían los casos de Alemania y Suiza. 

'̂ Sobre esta cuestión JELLINEK subraya que los pactos entre Estados, previos a la 
fundación del Estado federal, tienen una importancia jurídica ya que establecen las 
condiciones con las que se obligan mutuamente los Estados tras ello el Estado per­
fecciona su consentimiento. Es decir, en el pacto fundacional de un Estado federal los 
Estados miembros reconocen el establecimiento de un Estado federal y la ratificación 
de su constitución suponen que no se trate de una ley particular. (Cfr. JELLINEK, G., Te­
oría general del Estado, Fondo de Cultura Económica, México D.F., 2000, pp. 666-669). 

'^ Un concepto tan amplio del federalismo permite que autores como ELAZAR se­
ñalen como primera organización federal al pueblo judío (siglo XIII A.C). Para este 
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serían la Confederación Helvética, Alemania, los Estados Unidos de 
América, hasta llegar a la actualidad y a los ejemplos de federalismo 
por analogta^^ y las confederaciones tnodemas^^, son modelos federales 
empleados para referirse a la Unión Europea. El nuevo cambio pa­
radigmático surge como respuesta o con el fin de evitar tensas situa­
ciones de impasse que se habían producido con la guerra fría, y como 
una forma de evitar las situaciones de conflictos. Si bien en la actua­
lidad se produce un tránsito desde las formas de Estado unitario a la 
unión real de Estados bien porque formen un Estado o bien porque el 
Estado unitario confiera ámbitos de poder a entes territoriales hasta 
el punto de que se configuren autónomos, determinar el momento 
exacto del cambio resulta difícil. Además, este nuevo modelo de or­
ganización política estatal presenta una importante paradoja, la glo-
balización aparece acompañada a su vez de un incremento del loca­
lismo y regionalización. 

Resulta casi imposible imaginar que exista un espacio geográfico 
limitado que concentre todos los poderes de un modo exclusivo en su 
gobierno. Las propias relaciones socioeconómicas superaron las fron­
teras y, políticamente, se hacen necesarias nuevas figuras que res­
pondan a la realidad existente. La creación de nuevas entidades aso­
ciativas a partir de la unión estatal y de la cesión de parte de sus 
competencias se ha convertido en un fenómeno característico de la 
segunda mitad del siglo veinte. Esta podría ser una etapa más en la 
evolución el Estado. Los procesos de comunitarización económica y 

autor la Biblia recoge un ejemplo de organización federal por tres motivos: la alianza 
de Dios con el hombre, la federación de las doce tribus de Israel y porque el fin de los 
días aparece como la primera federación de naciones. {Cfr. ELAZAR, D. , Exploración del 
federalismo, Hacer, Barcelona, 1987, p.l53). Por ello surge la necesidad de acotar el 
término para referirse a los fenómenos actuales de corte federal. 

^̂  Concepto elaborado por KUNZ que mezcla lo federal y la confederación {vid. 
American Journal International Law, vol. 45, 1951, p. 334 cit. por LA PÉRGOLA, A., Los 
nuevos senderos del federalismo, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1994, 
p . l55 , nota pie 3), se basa en tres principios: la cohesión socioeconómica, la legiti­
mación democrática y la supremacía del Derecho. (Cfr. LA PÉRGOLA, A., Los nuevos 
senderos del federalismo, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1994, p.l55). 

^ LA PÉRGOLA, en este caso señala que la liga de los Estados se puede dar por un 
ordenamiento que confiera derechos o imponga obligaciones directamente a los ciu­
dadanos. De ahí, surge la necesidad de consagrarlo y garantizarlo a través de un 
principio de constitucionalismo. Así, la confederación moderna se caracterizaría 
porque nace de un proceso de integración política e influye en sus estructuras; por la 
falta de un estado en el centro; amplía los derechos reconocidos al individuo yuxta­
poniéndose al Estado origen; y porque nace una ciudadanía comiin sobre los princi­
pios del constitucionalismo. Para el autor, la Unión Europea es un tipo de confede­
ración moderna. {Cfr. LA PÉRGOLA, A., LOS nuevos senderos del federalismo, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1994, p.l71). 
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política, el asociacionismo estatal, los casos de la Unión Europea, 
MERCOSUR, la Comunidad Andina, etc. son sólo un ejemplo evi­
dente de la ruptura de los límites y aduanas estatales. 

Hoy superadas esas discusiones se pretende dar una respuesta a 
las realidades políticas y sociales emergentes^^. Un sector doctrinal, se 
ha propuesto el enmarcar estas realidades en las clásicas clasifica­
ciones doctrinales: bien en el ámbito del derecho internacional sobre 
las nociones de Estado, de tratados internacionales, etc; o bien en el 
ámbito del derecho político sobre el concepto de confederación mo-
derna^^, nuevo federalismo*^, federalismo por analogía de KuNZ**, 
etc. De manera que, en la práctica política actual nos vamos a en­
contrar con modelos federales reconocidos pero que no operan como 
tal, lo que llamaremos federalismos semánticos, y formas federales de 
organización política que no se reconocen como tal a los que pode­
mos llamar nuevos paradigmas federales*^. Así bajo el término fede-

*' Así, como son los casos indicados de MERCOSUR, Comunidad Andina, Unión 
Europea, etc. En el último de los supuestos destacados, el de la Unión Europea, surge 
la discusión sobre su naturaleza política, su carácter de Estado, comunidad política, 
confederación moderna, federación por analogía, etc. 

*̂ LA PÉRGOLA define a la confederación moderna como un proceso de integración 
política en el que falta un estado en el centro que nace de una ciudadanía común y so­
bre principios del constitucionalismo yuxtaponiéndose a los estados miembros.(Cfr. 
LA PÉRGOLA, A., Los nuevos senderos del federalismo. Centro de Estudios Constitucio­
nales, Madrid, 1994, p. l69) 

*' Vid. El amplio concepto de federalismo que sostiene ELAZAR, para este autor fe­
deralismo equivaldría a fuerza política. 

*' El federeJismo por analogía es formulado por KUNZ, Cfr. KUNZ, 'International 
Law by Analogy' en American Journal of International Law, vol. 45, 1951, p. 334. En 
este modelo se mezclan elementos del sistema comunitario y del modelo federal. 
Así, la integración comunitaria se aproxima EJ modelo de estado federal aunque su 
procedimiento recuerda al de la confederación. Este modelo no se identifica total­
mente con el federalismo porque carece de la garantías de equilibrio unidad-diversi­
dad que ofrece un modelo federal, por lo que hay cierta analogía con el modelo fede­
ral. LA PÉRGOLA destaca que existen tres principios operantes en la comunidad 
europea que esclarecen el significado de este tipo de federalismo: el principio de co­
hesión socioeconómica y el método de programación integrada en la que los dos ni­
veles de poder cooperan en la igualdad de acceso para lograr una sociedad homogé­
nea; el principio de legitimación democrática en el ordenamiento comunitario en la 
que la soberanía nacional y la soberanía popular se colocan a la par, solución típica 
federal; y el principio de supremacía del derecho comunitario, formulado por el tri­
bunal de justicia de las comunidades europeas y supone la subordinación estatal al or­
denamiento comunitario. {Cfr. LA PÉRGOLA, A., Los nuevos senderos del federalismo, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1994, pp.155-158). 

^' Bajo este término nos referimos tanto a las formas de organización política es­
tatal que presentan rasgos de descentralización como a los procesos de integración de 
estados en los que su autonomía se preserva a la vez que se constituye un nuevo ente 
político dotado de autogobierno. 
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ralismo «semántico» incluiríamos modelos «federales» caracterizados 
por mantener formalmente un esquema federal pero que su práctica 
político-constitucional se aleja del esquema teórico federaP". Para 
hablar de verdadero federalismo no basta con el establecer un es­
quema jurídico federal sino que en el fondo se respete. Es necesario 
respetar el espíritu federal, que comprendería el respeto de la diver­
sidad y la búsqueda del consenso tendente a construir la sociedad a 
través de la negociación. 

En este contexto mundial el federalismo se extiende por el mundo 
atendiendo a las demandas ciudadanas de evitar conflictos e inten­
tando acomodar las realidades e identidades nacionales y la interde­
pendencia global. El federalismo y las formas de regionalización y au­
tonomía política se extienden por el mundo, ya sea respondiendo a 
demandas de la ciudadanía, a un mayor afán democratizador y de 
respeto a las minorías, o al deseo de lograr mayor eficacia política. 
Existen muchas especies de federalismo que incluyen acuerdos fede­
rales y confederales, simétricos y asimétricos. Así, las líneas que dis­
tinguen un tipo u otro de federalismo pueden moverse hacia menos o 
más centralización ya que la forma de federalismo adoptada evolu­
ciona. 

Así, dentro de los distintos modelos federales existentes, nos po­
demos encontrar con una gran variedad de tipos federales y que sólo 
a modo de ejemplo podríamos agrupar : 1. acuerdos federales fruto 
de la descentralización territorial del poder pero que se hallan bajo la 
forma de Unión —entre los que destacamos a Italia, Reino Unido'', 
España, etc—. 2. Modelos federales que adoptan una forma que apro­
ximan más a los modelos clásicos del federalismo, éstos son las lla­
madas federaciones —como Alemania Austria, Estados Unidos, Ar­
gentina, México o Venezuela, entre otros—. 3. Estados federados que 
mantienen una especial relación de carácter federal con un ente te-

'" Entre los numerosos ejemplos podemos citar: a la antigua Unión Soviética 
que se estructuraba como un estado federal donde se reconocía la soberanía de los di­
ferentes estados miembros; pero, la existencia de un partido único convirtió a este 
país en uno de los más centralizados; el caso de la ex-Yugoslavia, creada artificial­
mente tras el fin de la Primera Guerra Mundial y que se mantuvo unida bajo el go­
bierno de una fuerte personEilidad como la de Tito; o las declaraciones federales de Es­
tados como México o Argentina establecen un modelo semejante al estadounidense 
pero que obvian el fondo. 

" Sobre este tema JELLINEK ya subrayaba en el siglo xix que para que el Reino 
Unido conservase permanentemente sus colonias sería necesario extender la idea de 
una «federación imperial» aunque reconoce que de una forma política débil se pre­
sentasen el carácter de un Estado federal {Cfr. JELLINEK, G., Teoría general del Estado, 
Fondo de Cultura Económica, México D.F., 2000, p. 678). 
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rritorial con un grado especial de autogobierno muchas veces moti­
vado por su especial situación geoestratégica—como Dinamarca-
Feróes, India-Cachemira, Reino Unido-Guemesey, Reino Unido-Man, 
Reino Unido-Jersey—. 4. Procesos de integración supranacional en 
los que se ceden competencias al nuevo ente político y al que se le re­
conoce primacía normativa a sus directrices, como es el caso de la 
Unión Europea. 

Hoy, el federalismo es un fenómeno en desarrollo que presenta 
unas peculiaridades especiales que lo identifican y lo extienden, la 
principal de esas particularidades es la de su carácter ambiguo y 
ecléctico, de esta manera, las clasificaciones fijadas en la teoría pue­
den alterarse en la práctica. La división de poder entre los entes te­
rritoriales se manifiesta como una solución de conflicto de autogo­
bierno que se acomoda a las distintas necesidades de cada estado y se 
desarrolla atendiendo los elementos jurídicos, políticos, sociales, his­
tóricos, culturales, etc. del mismo. Ese eclecticismo del federalismo 
puede tener su origen en las ambigüedades básicas^^ que este fenó­
meno muestra como concepto teórico y operativo. 

Así, el federalismo actual se presenta como un modo de solucionar 
los bretes. Esta explosión actual del federalismo es la identificada 
como el nuevo paradigma estatal, un mundo en el que se crean enla­
ces interestatales de carácter federal constitucionalizado. El nuevo 
cambio paradigmático tiene enormes implicaciones, para sobrevivir 
en el nuevo mundo: en su reconocimiento, dada su interdependencia, 
su heterogeneidad y sus distintos centros de poder, de modo que se 
configuran como partes de una red multicentrada'^ del mundo des­
cubierto. Esto reflejaría la crisis estatal ad extra, la imposibilidad de 
ejercer un poder independiente del exterior en una sociedad que es 
interdependiente. Por ello, se subraya la existencia de la crisis del Es­
tado y de la emergencia de un nuevo paradigma estatal fruto de un 
nuevo contexto histórico, político y económico. 

'^ Esas ambigüedades serían: 1. La orientación del federalismo hacia el respecto 
simultáneo de la unidad y de la diversidad. 2. Su comprensión tanto de estructuras 
como de los procedimientos de gobierno. 3. Su configuración a la vez como fenóme­
no político y sociocultural. 4. Su comprensión de fines y medios. 5. El que cubra ob­
jetivos limitados y también generales. 6. El que existan diversas variedades de mode­
los políticos, que pueden ser muy distintos, y a los que se puede aplicar el calificativo 
de federales. (Cfr. ELAZAR D. , Exploración del federalismo, Hacer, Barcelona, 1987, 
p. 63). 

'^ Vid. ELAZAR, D . , Constitutionalizing Globalization The postmodem revival of 
confederal arragement, Rowman & littlefield Publisher, inc, Oxford, 1984, pp. 20 y ss. 

3 1 8 © UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 2, 2007 



E L ESTADO EN LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN... 

V. CONCLUSIONES 

A modo de conclusiones incidiremos sobre los elementos que he­
mos considerado como más relevantes de lo expuesto hasta ahora. 
Así, podemos destacar que: 

1. El Estado, como forma de organización política, presenta en la 
actualidad rasgos y características muy distintas a los que lo 
identificaban en el proceso de construcción del Estado con­
temporáneo. Se produce un cambio radical, casi una muta­
ción de su naturaleza jurídica soberana que hace que muchos 
autores hablen de la «crisis del Estado» lo que puede suponer o 
bien la desaparición del Estado —lo que se estaría produciendo 
de un modo largo y muy lento, casi agónico— o sin más el 
que nos hallemos ante una nueva etapa de su evolución dentro 
de un mundo marcado por barreras tecnológicas, económicas y 
de telecomunicaciones y no por las antiguas fronteras estatales. 

2. El mundo contemporáneo nos presenta nuevos fenómenos po­
líticos de división y distribución de poder que no se corres­
ponden exactamente con los modelos teóricos establecidos 
hasta ahora. Esto propicia a una fervorosa discusión doctrinal 
en la búsqueda de una respuesta que clarifique estos fenóme­
nos de integración y descentralización simultánea. 

3. El incremento del poder supraestatal e infraestatal nos recuer­
da a los dos fenómenos que originan del nacimiento de los Es­
tados federales. Lo que nos ofrece la posibilidad de buscar un 
referente, el federalismo, para una mejor comprensión del fe­
nómeno político integrador y descentralizador del Estado. Los 
elementos comunes, pero no idénticos que se pueden encontrar 
con el federalismo nos provoca una cuestión, ¿nos hallamos 
ante un nuevo tipo de federalismo?, ¿El nuevo paradigma de 
Estado puede encontrar una respuesta en el federalismo? 

5. El hecho de que el federalismo sea un proceso plantea la cues­
tión siguiente: si los fenómenos de descentralización e inte­
gración estatal ante los que nos situamos confirman el dato de 
que nos encontramos ante un modelo federal que se manifies­
ta en un mismo Estado (España) con dos tendencias simultá­
neas, ad intra y ad extra. Las tensiones derivadas de las mismas 
no tienen porque quebrar el Estado, cabe la posibilidad de ha­
llar un equilibrio en el que el gobierno y su constitución se es­
tablezca en distintos niveles que garanticen la unidad a la vez 
que la diversidad de las partes que la integran. 
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6. Sea como fuere, lo cierto es que, aunque el fenómeno estatal 
actual carezca de un referente teórico que permita identificar­
lo exactamente con un modelo clásico, no por ello deja de tener 
el protagonismo político que tiene en la configuración de un 
modelo multinivel ya que es protagonista indiscutible del mis­
mo. El Estado es el que ha decidido por su propia voluntad el 
formar parte del proceso integrador europeo, lo que se pre­
serva, in summo grado, al reconocerse la posibilidad de poder 
abandonarla^"*. El Estado es a la vez protagonista indiscutible 
en la descentralización de las competencias, sólo hay que ver a 
quién le corresponden las competencias de gran peso político^^ 
o como se desarrolla en proceso de incremento de competen­
cias autonómicas, de un modo claro se observa tanto en la no 
aprobación por las Cortes del proyecto presentado por el Le-
hendakari IBARRETXE'^ la negociación entre el Gobierno y Go­
bierno catalán sobre los términos del proyecto de Estatuí^''. 

7. La actualidad nos ofrece de un modo cercano una nueva reali­
dad política a la que no se le han de crear barreras innecesarias 

'•* Reconocido expresamente en el artículo 1-59 de la CUE que refiere a la «retira­
da voluntaria de la Unión». Éste no tiene precedentes en el TUE, TCE o en la juris­
prudencia del TJCE, sino que por primera vez en la historia de la integración europea 
se reconoce supliendo el vacío legal con el establecimiento de un procedimiento de ne­
gociación y un acuerdo que fije el proceso de retirada, lo que destaca el peso especí­
fico que tienen los estados en la UE como ya reconocía la sentencia de Maastriht que 
reconocía la pertenencia a la Unión como ago que puede ser reversible. 

'^ Al respecto, nos remitimos al cuadro clasificador de competencias elaborado 
por AJA. {Cfr. AJA, E . , El Estado autonómico. Federalismo y hechos diferenciales, Cien­
cias Sociales, Alianza, Madrid, 2003, p. 131). 

"• El periplo del llamado «plan Ibarretxe» comenzaría formalmente con la pre­
sentación ante la cámara vasca del proyecto de «nuevo pacto de convivencia» pre­
sentado por el Lehendakari vasco el 27 de septiembre del 2002 y formalizado el 25 de 
octubre del 2003 con una «propuesta de estatuto político de la Comunidad de Eus-
kadi». En un principio las propuestas presentadas buscaban establecer un nuevo 
pacto de convivencia y el establecimiento de un nuevo status para Euskadi, lo que sus­
citó un profundo debate sobre conceptos teóricos como el de la libre asociación. En 
un segundo momento, el plan se manifiesta como un nuevo modelo de estatuto, una 
reforma estatutaria, en el que se alcancen nuevas cotas de autonomía para Euskadi. El 
30 de diciembre del 2004, el parlamento vasco aprueba el texto presentado pero, 
posteriormente, la propuesta fue rechazada, por el pleno del Congreso de los diputa­
dos, por lo que la reforma estatutaria vasca no pudo materializarse entonces, pero que 
está pendiente su reformulación. {Cfr. AA.W.. Estudios para la propuesta política para 
la convivencia del Lehendakari Ibarretxe, Oñati, Instituto Vasco de Administración Pú­
blica, Victoria, 2003; y, LÓPEZ PORTAS, B . , «Un breve análisis de las propuestas regio­
nales en el contexto multilevel europeo: el caso vasco» dentro de Multigobemo: Esta­
dos e rexións na Unión Europea, Cátedra Jean Monnet vol. 6, USC, 2005, pp. 366-410,) 

" Sobre el estatut, simplemente, revisar nota pie 6. 
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(zanjando el asunto al negar que el Estado exista como tal, o 
eludiendo que se produce una alteración en las competencias 
de las que dispone el Estado, negando el protagonismo político 
de los distintos entes, etc) y que no debe ser ignorada. Por 
ello, es necesario su estudio para su mejor conocimiento y 
comprensión. 

Como hemos subrayado en las primeras líneas de este trabajo, el 
nuevo constitucionalismo va más allá del estatismo clásico. En él no 
podemos hablar de la existencia de una soberanía única y suprema. La 
figura del Estado ha sido superada, las regiones ven como necesario el 
incrementar su autogobierno a la vez que la Unión Europea va a asu­
miendo más ámbitos competenciales del Estado español. Esa situación 
de impasse que atraviesa la figura estatal es una característica general 
de los estados en un mundo globalizado, cabe plantearse la posibilidad 
de que nos encontremos ante una nueva etapa de su desarrollo. 

Ante los nuevos problemas tanto internos como extemos que se 
suceden es necesario aportar nuevas respuestas que estén conectadas 
con la práctica jurídica y política de los Estados hoy en día. El análi­
sis de las características que presenta el Estado hoy y la identificación 
de elementos comunes con clases establecidas teóricamente puede 
aportamos algo de luz sobre la verdadera dimensión que el Estado de 
las autonomías alcanza. El Estado federal y la idea de una soberanía 
compartida nos aporta un modelo de estado que responde a las ideas 
de multigobiemo y multiconstitucionalismo, por ello no ha de ser una 
respuesta que pueda ser ignorada. Cabría la posibilidad de entender 
nuevos modelos de Estado federal que agrupen a comunidades polí­
ticas integradoras, como la Unión Europea, o descentralizadas, corao 
el Estado de las autonomías. El federalismo como proceso puede 
admitir variables lo que permite su adaptación como modelo estatal 
que permita el equilibrio entre la unidad y diversidad, entre gobierno 
y autogobierno compartido. Quizás lo único que habría que cam­
biar para comprender la verdadera naturaleza del Estado de las au­
tonomías en el proyecto integrador europeo, simplemente sea las 
barreras o trabas que se establecen a los modelos teóricos de estado 
establecidos al margen de una sociedad que evoluciona. 
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